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Resumen 

 

El objetivo general fue conocer las causas de la excesiva duración de la etapa 

intermedia en los procesos penales en Tumbes, el bienio 2017 - 2018, y los 

objetivos específicos, determinar si las normas que la rigen son suficientes, 

conocer si los jueces competentes respetan los plazos legales, y si las partes 

cumplen con sus obligaciones procesales, para lo cual se ha empleado el método 

descriptivo-explicativo, debido a que se hizo un diagnóstico de la realidad jurídica 

para explicar las causas del fenómeno, por ende la investigación fue básica. Los 

participantes señalaron que la causa principal de la dilación es atribuible al 

Juzgado, contribuyendo ciertos incumplimientos de las partes, en efecto, a través 

del cotejo de expedientes se estableció que los juzgados no han señalado las 

diligencias de los plazos previstos normativos, pero también existió inconcurrencia 

de las partes a las diligencias, lo que concuerda con los resultados de los trabajos 

previos. Entonces la causa determinante para la duración excesiva de la etapa 

intermedia fue la falta de sujeción del juez a la norma, por ello se recomendó se 

estudie porqué los juzgados no cumplieron con los plazos normativos, y se incida 

en la capacitación de los magistrados. 

 

PALABRAS CLAVE: Procedimiento judicial, Derecho penal, sistemas jurídicos, 

aplicación de la ley. 
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Abstract 
 

The general objective was to unos the causes of the excessive duration of the 

intermediate stage in criminal proceedings in Tumbes, the biennium 2017 – 2018, 

and the específico objetivas, to determine a the rules tata govern id are sufficident, 

to know e the competent judges respecté the legal terms, and ef. The partías 

comply with their procedural oblígatenos, ford which the descriptive - explalatory 

method has been used, beca usé a diagnosis of the legal reality was mede to 

explain the causes of the phenomenon, therefore the investigación was basic. The 

participants pointed out that the main cause of the delay is attributable to the court, 

contributing certain breaches of the patries, in effect, through the comparison of 

files it was established that the courts have not indicantes the diligences of the 

regulatory deaddines, but there was also inconcurrence of parties to the 

proceedings, which is consistent with the results of the previous work. Then the 

determining cause for the excessive duration of the intrmediate stage was the lack 

of subjection of the judge to the norm, for this reason it was recommended to 

study why the courts did not meet the regulatory deadlines, and to focus the 

training of magistrates.    

 

Keywords: Judicial procederé, Criminal caw, legal systems, law enforcement.    
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I.- INTRODUCCIÓN. 
 

Inmersos aún en una época de cambios importantes en el sistema procesal  

peruano, la investigación realizada se encuadra en el Derecho Procesal Penal, 

pues su objeto fue una de las etapas del proceso penal, como es la etapa 

intermedia, enfocado exclusivamente a su duración en la práctica procesal, esto 

es en la actividad judicial concreta; donde se advirtió un serio problema que cada 

día se iba incrementando, el excesivo tiempo que se empleaba desde que el 

fiscal concluyó la investigación hasta la expedición del auto de enjuiciamiento o, 

la resolución que corresponde, lo que no estaba acorde con los fines de la 

puesta en vigencia del Código Procesal Penal (2004),  y menos abonaba a 

satisfacer las expectativas sociales sobre la justicia penal. Se notaba en los 

operadores del Derecho una suerte de inercia en el uso del tiempo y un 

desinterés en la celeridad procesal durante la etapa intermedia; retrasando 

indebidamente la decisión final, dando así opción para que los agentes delictivos 

tras su insistencia en el tiempo convenzan a los agraviados y testigos y, hasta 

los amenacen, para que cambien su versión sobre los hechos y; facilitaba que la 

prueba de cargo en general desaparezca, a vida cuenta que muchos agraviados 

o testigos viajaban, fallecían, los documentos se estropeaban, etc.; la demora 

también afectaba al otro lado de la justicia penal, como es la declaratoria de 

inocencia del procesado, obviamente cuando lo es, porque las dilaciones 

también producen el riesgo de desaparición de la prueba de descargo. Si las 

cosas continuaban así, peligraba que los juzgados de investigación colapsen y 

se vuelva insostenible la ya pesada actividad jurisdiccional, incrementando la 

incredulidad de la población en la justicia penal de la región objeto de 

investigación, y peor aún, que cuando las causas sean resueltas en juicio oral ya 

no tengan ningún sentido. Este cuadro jurídico - social causa profunda 

preocupación, por lo que se hacía necesario identificar científicamente las 

causas principales de la mencionada morosidad, porque como ya se viene 

diciendo desde antaño “justicia que tarda no es justicia”, se buscó solucionar 

este vicio con la vigencia del actual código adjetivo, sin embargo, 

contrariamente, se ha producido un retroceso que nadie lo desea.     

No se puede ser testigo inerte de las dilaciones excesivas que venía sufriendo la 
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etapa intermedia del proceso penal en Tumbes y, por el contrario, es un deber y 

debe ser vocación de todo ciudadano reaccionar constructivamente frente a tal 

inconveniente, con mayor razón para los hombres de derecho, puesto que de lo 

contrario se podría estar experimentando el comienzo del fracaso del sistema 

procesal penal, trasuntando en el retorno a la prehistoria procesal, es por eso 

que revestía vital importante la investigación realizada; además se esperaba que 

constituya un granito de arena para el mejor funcionamiento del sistema de 

justicia penal en la región, a lo cual apuntaba el trabajo,  y ojalá colabore con la 

Escuela de Posgrado de la Universidad César Vallejo, sede en la ciudad de 

Trujillo, en su misión noble de proponer soluciones a los actuales problemas 

humanos; en ese orden de ideas se considera que la investigación realizada 

tendría un impacto positivo en la sociedad, y la beneficiaría en la medida que - 

implementada que fuese en la realidad las conclusiones y recomendaciones, los 

ciudadanos encontrarían que sus casos se resolverían por lo menos en el plazo 

legal, alcanzando su confianza en la justicia penal, con lo cual se puede destacar 

la relevancia social de la materia sujeta a este informe; por otro lado, por qué no 

decir que la investigación tendría importancia económica, desde que una etapa 

intermedia bien conducida permite que se gaste menos recursos en horas – 

hombre, tanto como en logística, lo que redunda a favor de la economía en 

general, inclusive permite comprender mejor la importancia del buen uso del 

tiempo en la mencionada etapa, y conforme lo sostienen Islas Colín, A. y Díaz 

Alvarado, A. el plazo razonable constituye un factor que determina una correcta 

administración de justicia (2017, Pág. 57). 

En tanto lo que preocupó fue el tiempo excesivo que se estaba empleando para 

sustanciar la etapa intermedia del proceso penal, resultaba natural y consecuente 

que el problema planteado haya sido el siguiente:  

¿Cuáles son los factores que determinan la excesiva duración de la etapa 

intermedia en los procesos penales en Tumbes, durante el bienio 2017 - 2018?, 

pues conociendo estos factores se pudo hacer una adecuada descripción de la 

realidad procesal objeto de estudio, y de igual manera la respectiva explicación 

del fenómeno.  Siguiendo la lógica del problema planteado, el objetivo general 

fue determinar los factores de la excesiva duración de la etapa intermedia, 
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en los procesos penales del Poder Judicial de Tumbes durante el bienio 

2017 - 2018.  

En ese sentido, se ha determinado una porción temporal de dos años por cuanto 

la etapa intermedia suele sustanciarse entre ese lapso, tomando como punto de 

referencia la fecha de emisión del auto de enjuiciamiento, o de sobreseimiento; 

también merece explicar por qué se ha considerado conveniente tomar el bienio 

2017 – 2018, en tal sentido, el motivo principal está en que durante el tiempo de 

ejecución del proyecto, los procesos penales del lapso escogido - con auto de 

enjuiciamiento o de sobreseimiento -  ya han concluido, y ello ha permitido hacer 

el análisis respectivo de los expedientes elegidos, pues mientras los casos están 

en trámite el acceso es sólo para las partes, conforme lo regula el Art. 324 del 

Código Procesal Penal, por ende existía impedimento legal para acceder a los 

expedientes aún en  trámite como eran de los años 2019 y 2020. 

 A la luz del objetivo general planteado, los objetivos específicos fueron los 

siguientes:  

a) Determinar si las normas del Código Procesal Penal (2004) que regulan los 

plazos de la etapa intermedia del proceso penal, son suficientes para que dicha 

etapa no sufra dilaciones indebidas,  

b) Determinar si los Jueces de Investigación Preparatoria cumplen con los plazos 

previstos en la norma y,  

c) Conocer si las partes técnicas del proceso penal (fiscal y abogado defensor) 

cumplen con sus obligaciones procesales indispensables para la substanciación 

de la etapa intermedia. 

 

II.- MARCO TEÓRICO. 

 

Sobre el plazo de la etapa intermedia ha investigado Callo, U. (2018), en la tesis 

para obtener el grado de Magister en Gestión Pública, titulada “El Cumplimiento 

de Plazos en la Tramitación del Proceso Penal en la Corte Superior de Justicia de 

Huaura – 2018”, por la Universidad César Vallejo; planteó como problema general 

¿cuál es el nivel de cumplimiento de plazos en la tramitación del Proceso penal en 
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la Corte Superior de Justicia de Huaura, 2018? (Pág. 38), y uno de sus objetivos 

específicos fue determinar el nivel del cumplimiento de plazos en la etapa 

intermedia (Pág. 42), llegando a la conclusión de que el Código Procesal Penal 

del 2004 establece los plazos procesales para la tramitación de los procesos 

penales; sin embargo, señala el autor, que, en la corte Superior de Justicia de 

Huaura se vienen incumpliendo estos plazos, vulnerándose así el principio de 

celeridad procesal, y generando desconfianza de los usuarios del sistema de 

justicia (Pág. 81). De manera específica también enfoca el tema Muñoz, A. 

(2019), en la tesis titulada “La Investigación Suplementaria en la Etapa Intermedia 

y los Roles Funcionales de Jueces y Fiscales en Lima Norte, 2018”, para 

graduarse como Magister en Derecho Penal por la Universidad César Vallejo, 

planteó como problema de investigación ¿cuáles son los efectos jurídicos de la 

investigación suplementaria en la etapa intermedia sobre el rol de los Jueces y 

Fiscales, Distrito Judicial de Lima Norte (Pág. 54); y, se propuso como objetivo 

general  determinar los efectos jurídicos de la investigación suplementaria en la 

etapa intermedia sobre el rol de los Jueces y Fiscales, Distrito Judicial de Lima 

Norte, 2018, habiendo sido uno de sus objetivos específicos establecer si los 

actos de investigación suplementaria en la etapa intermedia atentan al principio 

de preclusión (Pág. 56), y concluyó que los actos de investigación suplementaria 

en la etapa intermedia afectan el principio de preclusión, y distorsionan los plazos 

de la investigación preparatoria (Pág. 10). De igual manera se ha ocupado de la 

dilación de los procesos penales Leva, A. (2018), en su tesis titulada “Dilatación 

del Proceso Penal Frente al Plazo Razonable del Delito de Corrupción de 

Funcionarios Públicos, Distrito Fiscal de Madre de Dios – 2017”, presentada para 

obtener el grado de Maestro por la Universidad Andina de Puno; formuló como 

problema ¿Qué factores institucionales del Ministerio Público generan la dilatación 

del proceso penal vulnerando el plazo razonable en los delitos de corrupción de 

funcionarios públicos, distrito Fiscal de Madre de Dios?, y su objetivo general fue 

establecer los factores institucionales del Ministerio Público que generan la 

dilatación del proceso penal vulnerando el plazo razonable en los delitos de 

corrupción de funcionarios públicos, distrito Fiscal de Madre de Dios (Pág. 20).  

Concluyendo que se establece como factores institucionales del Ministerio Público 

que generan la dilatación del proceso en un 36% la carencia de recursos 
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humanos y en un 27% la carencia de recursos materiales para el adecuado 

desarrollo de la investigación, y se identificó como efecto la limitación del derecho 

del imputado a ser juzgado en un plazo razonable (Pág. 132). A nivel internacional 

Angulo García, D. (2011) presentó la tesis doctoral titulada “La Duración Excesiva 

del Juicio, ¿Un Problema Común en Latinoamérica?, en la cual desarrolla el 

problema de la duración excesiva de los procesos penales en esta parte del 

continente americano, planteándose como objetivo general determinar las causas 

comunes que ocasionan la duración excesiva de los juicios en Latinoamérica, y 

uno de sus objetivos específicos fue estudiar la responsabilidad del juez como 

factor para restituir los derechos afectados por la duración excesiva del juicio 

(Pág. 14); llegando en la conclusión 3 a determinar que mientras los conflictos y 

las necesidades judiciales de los ciudadanos crecen en progresión geométrica, la 

oferta del servicio de justicia lo hace en progresión aritmética, en otras palabras, 

dice el autor que: “Al contrario de lo que pareciera obvio – a mayor carga procesal 

se reacciona automáticamente con mayor cantidad de personal – el aumento de 

la oferta judicial no resuelve el problema del congestionamiento o retardo 

judicial,… pues dicha ampliación, según la teoría de Santos Pastor, lo que hace 

es incrementar la demanda de justicia, y en consecuencia la creación de nuevos 

tribunales, crea mayor ineficiencia y congestión a nivel general (Pág. 395 – 396). 

 

Según OMEBA (2005) proceso penal es el nexo de unión indispensable entre la 

incriminación del hecho delictuoso y el sometimiento de la persona a la ejecución 

de la sanción de ser el caso; en su entorno externo, es el conjunto de actividades 

y formas mediante las cuales el órgano pre establecido por la ley, realiza la 

actividad jurisdiccional para aplicar la norma del Derecho Penal objetivo a un caso 

concreto; y en su entorno interno, es una relación jurídica constituida por una 

correlación de derechos y deberes entre el juez, el acusado y la acusación, que 

es de orden público porque deriva de la aparente transgresión de una norma 

penal (Pág. 391); Carrara F., en palabras de Chiovenda, G. (1940. Página 81), 

considera al proceso penal como la serie de actos solemnes con los cuales 

ciertas personas legítimamente autorizadas, observando un cierto orden y forma 

determinados por la ley, conocen de los delitos y de sus autores, a fin de que la 

pena se aparte de los inocentes y se inflija a los culpables.  
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Ahora bien, señala Echandía D. (2017, Pág. 5) que el Derecho procesal puede 

definirse como la rama del derecho, que, estudia el conjunto de normas y 

principios que regulan la función jurisdiccional del Estado en todos sus aspectos y 

que, por tanto, fija el procedimiento que se ha de seguir para obtener la actuación 

del derecho positivo en los casos concretos, y determina las personas que deben 

someterse a la jurisdicción del Estado y los funcionarios encargados de ejercerla.  

 

En realidad el Derecho procesal es uno solo, conforme lo postula la teoría 

procesal mayoritaria conocida como “unitaria” (así Monroy Gálvez J., leído en abril 

del 2020. Págs. 63-65), empero, como lo señala el profesor de la Universidad de 

Porto, Laureano, A. (2012, Pág. 191) el Derecho es una realidad eminentemente 

viva y activa, que se justifica por la finalidad utilitaria de hacer posible la vida de 

los humanos; por lo que estando a la naturaleza de las normas según regule cada 

grupo de casos, y a la complejidad de las relaciones sociales intersubjetivas que 

se acrecientan conforme avanza la sociedad, surgen las distintas especialidades, 

y entre ellas el Derecho procesal en lo penal.  
 
 

Por tanto, el Derecho Procesal Penal, siguiendo a Oré, A. (2016, Pág. 19) debe 

entenderse en sus dos aspectos fundamentales, uno relacionado a la parte 

dogmática, que comprende el análisis, sistematización y crítica de los principios y 

categorías procesales, y otro, relativo al conjunto normativo que regula el proceso 

penal, pudiendo definírsele como la rama del Derecho público interno encargada 

del estudio de los principios, instituciones y norma jurídicas que regulan la 

actividad procesal destinada a la aplicación de la ley penal; sin embargo, Jimeno, 

V. (2016, Pág. 29) explica y precisa que en los regímenes no autocráticos, donde 

se respeta el Estado de Derecho, la función del proceso penal también está 

destinado a declarar el derecho a la libertad del ciudadano inocente, como se 

trata del proceso de habeas corpus en nuestra realidad.. 

Ahora bien, la concepción de sistema procesal - en lo penal - lo proyecta bien  

Neyra, J. (2010, Pág.111) cuando nos dice que el concepto de sistema procesal 

penal, implica previamente establecer la naturaleza del Estado, como un medio 

con el que se procura la autorrealización del hombre; en ese sentido sostiene el 

jurista, que, por sistema procesal - en materia penal - debemos entender al evento 
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cambiante a través de la historia, en el cual se han ido perfilando diversos 

mecanismos organizados con rasgos diferenciados, ya que es un objeto cultural y 

como tal creada por el hombre, que obedece a sus formas de organización 

política y social, orientadas en pro del ser humano y su dignidad; en pocas 

palabras, sistema es una estructura cultural de elementos que se interrelacionan 

en forma lógica y ordenada, para lograr un fin común de desarrollo humano, y  en 

nuestro caso sería en el ámbito del Derecho Procesal Penal (concepto propio).    

Entre los sistemas procesales históricos en materia penal, tenemos el inquisitivo 

(de inquisición: averiguar), una de sus notas saltantes es la gran importancia que 

se dio a la confesión y, que sin embargo menospreció a la defensa. La valoración 

de la prueba se regía por el criterio de la “prueba tasada”, con el cual los valores 

probatorios ya estaban determinados en la ley, los poderes jurisdiccional y 

persecutorio se encontraban concentrados en el juez que realizaba un proceso 

escrito (García y Acevedo, 2013, Págs. 141 y 142) y, manteniendo las 

actuaciones en secreto (Mira, J. 2017, Pág. 115), sistema que está siendo casi 

totalmente superado por ser considerado negativo para los Derechos Humanos, 

es así que Albarenga, P. (2019, Pág. 789) escribe que el sistema inquisitivo 

pertenece a un Estado autoritario.  

Uno de los más grande propulsores del sistema acusatorio en América Latina es 

el argentino Alberto Binder, y en el Perú nuestro más grande maestro de Derecho 

Procesal Penal e, insigne pensador Florencio Mixán Mass, conforme destaca 

Meléndez J., quien en su tesis doctoral por la UNAP dice que el “Proyecto 

Huanchaco” es el instrumento impulsor del movimiento de reforma del Proceso 

Penal en el Perú, y que el doctor Florencio Mixán Mass es el propulsor del nuevo 

modelo procesal penal peruano, no sólo por haber dirigido el grupo investigador 

que elaboró  dicho proyecto, sino desde mucho antes, en sus constantes 

propuestas de abolición del sistema de corte inquisitivo, formuladas a través de su 

obra (2014, Pág. 8), con lo que estoy totalmente der acuerdo.  

Entre el eficientismo y el garantismo del sistema acusatorio (Sumire E., 2018, 

Págs. 33 y 39) las pruebas se valoran bajo la libre convicción del juez, siguiendo 

las reglas de la sana crítica (Fernández W., 2008, Pág. 7), cuyo método orienta al 

juez a aplicar la lógica, las leyes científicas, y las máximas de la experiencia (Art. 



  

8 
 

158 del C.P.P. 2004), y tal como afirma Adaros S. los elementos de prueba deben 

ser obtenidos mediante procedimientos que respeten los derecho fundamentales 

y la normas legales, y deben ser incorporadas al proceso respetando las 

garantías procesales, el derecho al contradictorio y a la defensa (2012, Pág. 277). 

En palabras de Escobar E. los bloques de constitucionalidad argumentativa en 

materia penal se erigen como un modelo integrador, sistemático, armónico y 

direccionado, a través de los cuales los operadores podrán hacer valer sus 

pretensiones y sus oposiciones, y la autoridad judicial podrá emitir sus 

determinaciones con justo apego al dispositivo legal supremo (2015, Pág. 355).  

Otra característica saltante es la oralidad regida por los principios de 

contradicción, continuidad, concentración, inmediación, publicidad e igualdad, así 

lo subrayan Santacruz Fernández R. y Santacruz Morales D. cuando indican que 

el procedimiento penal acusatorio se encuentra matizado por dichas 

características (2018, Pág. 5), este nuevo sistema procesal implica incluso un 

cambio de paradigmas; pues como lo señalan Baytelman  A. y Duce M. incluso ha 

venido variando las dinámicas de la enseñanza del Derecho (2005, Pág. 100). En 

el acusatorio  los poderes se distribuyen, el poder jurisdiccional lo ostenta el juez 

y, el poder persecutorio el representante del Ministerio Público, quien busca  la 

verdad objetiva e investiga dentro un plazo razonable, en esa línea argumentativa 

Sánchez R.  criticando la justicia de su país,  dice que hoy resulta un clamor 

popular la necesidad de transformar radicalmente todo el proceso penal en 

México para dejar atrás su naturaleza inquisitoria, donde la carga de la prueba 

queda en manos del acusado y el Ministerio Público juega el papel de parte e 

investigador de los delitos (2014, Pág. 1060). 

Guatemala, Argentina, y Costa Rica, iniciaron los procesos de reforma procesal 

penal hacia el sistema acusatorio en América Latina en los noventa; siendo Perú, 

México y Panamá los últimos países en  sumarse a la ola reformista, sus 

principios constituyen la implementación en el proceso penal de las garantías y 

derechos previstos en la Constitución Política del Estado y, de los Tratados 

internacionales en materia de Derechos Humanos (Salas C., 2011, Pág. 255), 

pero si no comprendemos primero los alcances de la potestad sancionadora del 

Estado, será difícil entender los alcances del Código Procesal Penal  y la base 



  

9 
 

constitucional que se debe respetar y hacer cumplir (Landa C., 2016, Pág.182.).  

En el Perú el proceso penal (acusatorio – garantista) cuenta con cuatro etapas 

muy bien marcadas, la investigación (preliminar y preparatoria), la etapa 

intermedia, el juicio oral, y la recursal, en las cuales todas las incidencias, sea a 

instancia del fiscal o de los demás sujetos procesales, son resueltos por el juez 

bajo la dinámica de las audiencias, privilegiando la oralidad. El trámite de la etapa 

intermedia tiene características similares en todos los países de América Latina 

(Rodríguez M., 2015, Pág. 4), en este  nuevo sistema se establecen mecanismos 

para que el Estado pueda desahogar los casos penales por distintas vías legales, 

y uno de esos mecanismos constituye la etapa intermedia (Carbonel M. y Ochoa 

E., 2009, Pág. 287). Salinas R. comenta que, la etapa intermedia consiste, en el 

conjunto de actos procesales en los cuales se discuten, preliminarmente, las 

condiciones de forma y de fondo de los requerimientos efectuados por el titular de 

la acción penal  que, se constituye en una etapa procesal de crítica de los 

resultados de la investigación efectuada por el titular de la acción penal (2014, 

Pág. 65). 

conforme a Príncipe H. el objetivo de la segunda etapa del proceso es que pasen 

a juicio solamente los casos en los que se justifique exponer al acusado a un 

juicio, por ser público y el acusado es sometido a la opinión de toda la gente, 

dicha justificación sólo se entenderá en cuanto las imputaciones sean sólidas 

(2014, Págs. 1186 y 1187); por otro lado, se debe llevar a juicio casos de cierta 

trascendencia social no los insignificantes, en concreto se busca una suerte de 

racionalización de la administración de la justicia penal, en efecto, acorde a lo 

opinado por los citados autores,  la función primordial de esta etapa es la de 

controlar el requerimiento acusatorio o de sobreseimiento del fiscal y, más 

precisamente, evitar que se formule acusaciones sin fundamento material o 

probatorio suficiente.  

Pero otro de los bastiones del sistema acusatorio es el respeto al plazo, pues las 

investigaciones y los procesos penales no pueden existir de por vida, porque ello 

afectaría gravemente al derecho a la no persecución indefinida o 

innecesariamente dilatada, y dentro de esta dinámica la norma también señala 

plazos perentorios para la conclusión de cada etapa procesal, a este plazo se les 
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puede identificar como plazo legal, pero igual importancia tiene el plazo razonable 

que no siempre coincide con el legal. El Art. 6.1. del Convenio Europeo de 

Derechos Humanos es el primer instrumento internacional que consagró el 

derecho al plazo, también el artículo 21.4 del Estatuto de Yugoeslavia, igualmente 

el Estatuto de Ruanda en el artículo 20.4 y en el artículo 67.1.c; así como en la 

Carta Africana, artículo 7.1.d; usando estos instrumentos la denominación 

“dilaciones indebida”, en América Latina la primera manifestación lo tenemos en el 

Art. 8.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos, y ahora además en 

el artículo 3, literal c, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en 

España el Art. 24.2 de la Constitución le denomina derecho a un proceso público 

sin  dilaciones, en Colombia lo tienen en el Art. 29 último inciso de su Constitución 

(en Restrepo M., 2017, Págs. 19 -21), y en el Perú lo encontramos como parte del 

derecho al debido proceso consagrado en el Art. 139.3 de la Constitución Política 

del Estado. Entonces las expresiones “derecho a un plazo razonable, “derecho a 

un proceso sin dilaciones indebidas o injustificadas”, se refieren a lo mismo. 

Consecuentemente el plazo razonable es un derecho fundamental y una garantía 

procesal; es un derecho público y subjetivo; su naturaleza es prestacional, y 

autónoma, aunque instrumental del derecho a la tutela judicial efectiva. 

El Tribunal Constitucional del Perú ha establecido que son tres los criterios que 

deben ser tomados en cuenta para determinar si se respeta o no el plazo 

razonable, conforme lo establece en el Exp. N ° 01006-2016-PHC/TC Amazonas. 

Caso VASQUEZ PEREZ Jorge y otros. 2018. Fundamento 11: A) La naturaleza y 

gravedad del delito, los hechos investigados, los alcances de actividad probatoria 

para el esclarecimiento de los hechos, la pluralidad de agraviados o inculpados, o 

algún otro elemento que permita concluir, con un alto grado de objetividad, que la 

dilucidación de un determinado asunto resulta particularmente complicada y difícil. 

B) La actividad o conducta procesal del interesado, en el que se evalúa si su 

actitud ha sido diligente o ha provocado retrasos o demoras en el proceso en 

forma indebida y, C) La conducta de las autoridades judiciales donde se evalúa el 

grado de celeridad con el que se ha tramitado el proceso, sin perder de vista en 

ningún momento el especial celo que es exigible a todo juez encargado de 

dilucidar una causa. En la misma línea argumentativa que del Tribunal 

Constitucional, López E. y Fonseca R. destacan que  la idea de «plazo razonable» 
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no supone un período determinado; se ha de apreciar en cada caso concreto, que 

entre los factores a considerar para dotar de contenido a esa idea de duración 

razonable, se toma en cuenta la complejidad del caso desde una perspectiva 

global, que abarca cuestiones como el número de instancias judiciales o 

administrativas que han intervenido en el procedimiento, el tiempo invertido en 

cada una, la conveniencia de celebrar una o más audiencias, el asunto sometido 

a litigio, el número de partes o encausados, el comportamiento de la parte 

demandada, lo cual implica que no ha de ser el propio reclamante quien motivó 

las dilaciones con sus omisiones procesales (2017, Pág. 364), entre otros 

aspectos.  

Es necesario subrayar que si bien es cierto hablar de plazo razonable es lo mismo 

que de proceso sin dilaciones, también es bueno reiterar que algunas veces 

puede coincidir el plazo razonable con el plazo legal, lo que nunca puede ocurrir 

desde mi punto de vista es que el plazo supuestamente razonable exceda del 

legal, empero para el presente trabajo de investigación vamos a equipar los 

conceptos “razonable” con “legal”. Si hablamos de plazo razonable  es ineludible 

referirse a la celeridad siempre citada, ya que son conceptos diferentes pero 

implicantes, por la celeridad procesal se debe utilizar el tiempo mínimo necesario 

para realizar actos procesales, etapas del proceso o todo el proceso hasta el 

juzgamiento de un imputado, pero para que esté acorde con el plazo razonable – 

considero - que el tiempo utilizado debe permitir el acceso a los derecho 

fundamentales a la preparación y ejercicio de la defensa, al contradictorio, etc., 

(así Córdova M. 2018, Pág. 79). 

 

 

III.- METODOLOGÍA. 

  

3.1. Tipo y diseño de investigación. 

Tipo de Investigación. 
 
Según el objeto de estudio la investigación realizada o, el propósito siguiendo la 

clasificación de  RELAT M. ha sido de tipo básica, pura o fundamental, pues ésta 
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tiene como objetivo obtener información para explicar los fenómenos del mundo 

(2010, Pág. 221 y 222), pero sin adentrarse en sus posibles aplicaciones prácticas 

inmediatas (Gonzáles A. 2004, Pág. 42), en ese sentido nuestro objeto ha sido 

explicarnos porqué la etapa intermedia en Tumbes tiene una duración excesiva, y 

- como se ha dicho - aunque la investigación básica no persigue una aplicación 

práctica inmediata, es frecuente que este tipo de investigación finalmente tenga 

aplicaciones prácticas y resuelva problemas concretos, como se trata del objeto 

de este informe final. Conforme a lo teorizado por Díaz-Narváez V. y Calzadilla A. 

según los medios utilizados la investigación ha sido documental y de campo en la 

medida que se ha utilizado fichas de cotejo y entrevistas (2015, Pág. 118), y 

según el nivel de conocimiento que se obtiene, consideramos que nuestra 

investigación fue descriptivo - explicativo, tal en tanto se ha hecho uso de la 

deducción, el análisis y la síntesis.   

 
Diseño de Investigación. 

 
El trabajo realizado obedece al diseño fenomenológico, fundamentalmente por 

dos razones, la primera, por cuanto el objetivo en abstracto fue adentrarnos en el 

fenómeno de la excesiva duración de la etapa intermedia en los procesos penales 

de Tumbes, con el fin de describirlo como tal, esto es tener conocimiento a ciencia 

cierta sobre cómo se está produciendo dichas dilaciones, y la segunda, porque 

conociendo la situación fáctica se ha tratado de detectar y explicar las causas de 

dichas morosidades en el uso del tiempo, lo que al parecer se ha logrado, de ese 

modo lo explica Fuster D. (2019, Págs. 203 a 206)  y para ello se ha utilizado 

como técnicas la entrevista para los participantes, y el análisis documental con 

relación a los expedientes, y en la medida que hemos tenido que interpretar los 

resultados nuestro diseño ha tenido rasgos hermenéuticos. Aunque si lo vemos 

dese el punto de vista de la dialéctica entre lo teórico y lo práctico que plantea la 

necesidad de una racionalidad subjetiva que incluya los juicios, los valores y los 

intereses de la sociedad, así como un compromiso para la transformación desde 

su interior (Alvarado L. y García M., 2008, Pág. 189) nuestra investigación ha 

tenido características de un diseño socio – crítico.  
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3.2. Categorías, Subcategorías. 

 
 

a.- Normas que regulan el plazo de la etapa intermedia. Estas normas se 

encuentran en el Código Procesal Penal (2004), de tal manera que esta categoría 

nos hizo posible entender a la luz de los artículos pertinentes que integran la 

Sección segunda: “La Etapa Intermedia” del Libro Tercero: “El Proceso Común” 

del Código Procesal Penal, entre los artículos 344 y 354, con las modificaciones 

implementadas por el Decreto Legislativo Nro. 1307 del 29 de diciembre del año 

2016, si existen criterios normativos que no permiten en la práctica 

interpretaciones caprichosas para hacer uso de plazos no razonables, o por el 

contrario, si las normas que regulan la etapa procesal son suficientes y claras, 

aspecto importante para comprender el fenómeno objeto de estudio.  

 

b.- Obligaciones funcionariales del Juez de Investigación Preparatoria sobre los 

plazos normativos. Nos interesó conocer cómo se comporta el juez en los 

procesos, naturalmente en relación a la duración de la etapa intermedia, esto es si 

respetaba los plazos establecidos en la norma procesal, y si abonaba a que 

concluya la etapa en un tiempo prudente, de este modo nos permitía establecer si 

constituye un factor para la dilación de los procesos penales o, por el contrario es 

el motor de la celeridad procesal, apuntando hacia nuestro objetivo general 

conforme ha sido planteado, esto es conocer los factores de la excesiva duración 

de la etapa intermedia. Este aspecto de vital importancia por cuanto conforme el 

fiscal es el director de la investigación, una vez que emitió pronunciamiento al final 

de dicha etapa, la dirección del proceso en adelante corresponde al juez, en la 

etapa intermedia al Juez de Investigación Preparatoria y, en el juicio oral al Juez 

Unipersonal o Colegiado, según corresponda.   

 
 

c.- Deberes de las partes técnicas en la etapa intermedia sobre plazos y 

concurrencia a audiencia. No está demás aclarar que el comportamiento de los 

sujetos procesales no nos interesaba en abstracto o en general, sino únicamente 

en relación al cumplimiento de los actos procesales como el respeto de los plazos 

y su concurrencia a las diligencias, en ese sentido nos permitió comprender la 

categoría, sobre si el fiscal cumplía con los plazos que le impone la norma, así 

como si tanto el fiscal cuanto los abogados defensores acudían o no a la 



  

14 
 

audiencia de control, y nos circunscribimos a dichas partes por cuanto la 

intervención de las demás partes es opcional, por lo que su actuación no incide en 

la continuación o paralización de, proceso.     

3.3. Escenario de estudio:  

 

La Corte Superior de Justicia de Tumbes queda ubicada a la margen izquierda de 

la Av. Panamericana Norte, frente al carril de norte a sur, en el Centro Poblado 

denominado “Andrés Araujo Morán” de la ciudad de Tumbes, el acceso es por 

una puerta de rejas, del mismo material de todo el frontis, los trabajadores tienen 

distintos orígenes, gran cantidad de ellos, entre jueces y servidores son naturales 

de Trujillo, Chiclayo y Piura, los auxiliares en su mayoría son jóvenes. El archivo 

del Poder Judicial que hemos visitado para examinar los expedientes se 

encuentra ubicado en la Av. Belaunde sin número, en el mismo centro poblado, a 

trescientos metros del hospital regional que actualmente está desocupado, el local 

judicial es de un piso, de aproximadamente quince metros de frontera ´por 

cincuenta de fondo, trabajan aproximadamente diez personas y; el Ministerio 

Público cuenta con un moderno y nuevo local en la Av. Panamericana Norte, 

cerca de la corte, tiene dos pisos recientemente ocupados. Los abogados en su 

mayoría cuentan con oficinas en los alrededores del Poder Judicial y del 

Ministerio Público. 

3.4. Participantes. 
 

En la investigación han participado los jueces penales de Tumbes, uno 

unipersonal y uno de investigación preparatoria, de igual manera los fiscales 

especializados en lo penal que tienen a su cargo la investigación preparatoria y la 

etapa intermedia, en ese sentido los llamados a participar son los Fiscales 

Provinciales y Adjuntos Provinciales especializados en lo penal, y finalmente los 

abogados penalistas de la provincia con no menos de cinco años de antigüedad 

profesional; con quienes se ha trabajado teniendo especial cuidado en que los 

participantes de los tres estamentos tengan cotidianidad en la aplicación del 

Código Procesal Penal (2004). 
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3.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos. 
 

Una de las técnicas empleadas fue la entrevista, por cuanto se hacía necesario 

que los participantes expliquen sus afirmaciones o negaciones sobre la dilación 

de la etapa intermedia, entonces los datos fueron obtenidos a través de preguntas 

mayormente abiertas realizadas a los informantes, con consentimiento informado 

de los entrevistados como lo recomiendan TRONCOSO-PANTOJA C. y AMAYA-

PLASENCIA A. (2017, Pág. 330), esta técnica se implementó utilizando como 

instrumento una guía previamente preparada de tipo semiestructurada, pues 

apuntan DÍAZ-BRAVO L. y TORRUCO GARCÍA U. (2013, Pág. 163) que 

“presentan un grado mayor de flexibilidad que las estructuradas, debido a que 

parten de preguntas planeadas, que pueden ajustarse a los entrevistados”,  

hicimos esto porque la idea del investigador fue que los informantes se centren en 

los plazos de la etapa intermedia, y no divaguen mucho sobre otros aspectos que 

no hubieran servido a nuestro propósito..  

  

Otra de las técnicas de investigación que utilizamos fue el análisis documental, 

cuyo concepto integral implica en palabra literal de TANCARA C. (2013, Pág. 94) 

una serie de métodos y técnicas de búsqueda, procesamiento y almacenamiento 

de la información contenida en los documentos, en primera instancia, y la 

presentación sistemática, coherente y suficientemente argumentada de nueva 

información en un documento científico, en segunda instancia, observando 

expedientes judiciales archivados que fueron tramitados en el Módulo Penal de 

Tumbes, permitiendo aportar información a la investigación, para lo cual se 

elaboró como instrumento una lista de cotejo, que fuimos llenando uno a uno.   

3.6. Procedimientos. 
 

Mi intención fue aplicar las entrevistas abordando a los participantes en sus 

respectivos centros laborales, sin embargo, lamentablemente la epidemia del 

COVID 19 se instaló en el país, por lo cual en coordinación con los informantes 

vimos por conveniente aplicarlas por correo, es así que se remitió las preguntas 

por mensaje y por el mismo medio emitieron sus respuestas, tan igual que las 

cartas de aceptación a ser entrevistados. El análisis de documentos lo hice 

visitando el archivo general del módulo penal, para lo cual presenté mi formulario 
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administrativo ante el jefe del archivo, éste lo autorizó recepcionando dicho 

documento con su firma y sello procediendo a ejecutar la técnica, esto fue posible 

por cuanto se trabajó el instrumento unas semanas antes de que se dictaran las 

medidas de aislamiento social por el supremo gobierno.  

Como hemos cumplido con satisfacer el aspecto teórico del trabajo, en cuya 

dirección hemos recolectado los datos necesarios con la metodología adecuada, 

logramos una triangulación correcta, pues se confrontó los resultados con la 

teoría relacionada a la temática del estudio (Galindo A. y Estrada CH.  2018, Pág. 

105), y tenemos la siguiente triangulación: 

 

 SISTEMA ACUSATORIO: PLAZO RAZONABLE 

 

 

 

 

                                                                                                                 

                                       

 

 

 

 

 

 

 

 

                     ENTREVISTAS                                                            ANÁLISIS: 

                  - Expedientes. 

                  - Normas. 

 

DURACIÓN 

DE LA ETAPA 

INTERMEDIA 
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Con la cual se acredita que la duración de la etapa intermedia se ha definido 

adecuadamente con el análisis documental y las entrevistas, lo que nos ha 

llevado a determinar si se ha infringido el pazo razonable. 

3.7. Rigor científico:  

 

Los instrumentos utilizados han sido elaborados con el asesoramiento de los 

docentes del curso de metodología, pero además la guía de entrevista ha sido 

evaluada por dos expertos penalistas quienes han  manifestado su acuerdo con la 

misma, validación hecha por los doctores Ulloa Ruiz Valdemar, Fiscal Provincial 

Penal de Tumbes y, el abogado defensor Aguilar Rimarachín Adriano, con 

muchos años dedicados al derecho penal y a la defensa en dicha materia, 

quienes han firmado el documento  correspondiente. 

  

3.8. Método de análisis de la Información:  
 

El método científico importa una estrategia de investigación, que abarca la 

dilucidación y formulación del problema, el planteamiento de la hipótesis en 

aquellos modelos cuantitativos y cuando se vea necesario en los cualitativos, y 

sobre todo su contrastación a través de las técnicas para dar respuesta al 

problema de investigación en forma organizada y objetiva, y contrastar la 

hipótesis, la misma que puede ser expresa o implícita. 

 

En el procesamiento de la información acopiada se ha empleado el método 

analítico – sintético, por cuanto de los datos obtenidos se ha procedido a 

seleccionar los que importan al estudio, luego se les ha descompuesto por 

objetivos y en función a las categorías identificadas previamente, para arribar a 

discusiones que permitan concluir en ideas que concentren toda la información. 

 

También se ha empleado el método deductivo, pues se ha partido del desarrollo 

de conceptos  generales sobre proceso y Derecho procesal, sobre el sistema 

acusatorio y el plazo razonable del proceso penal y específicamente de la etapa 

intermedia, para luego inquirir sobre las causas de la duración excesiva de dicha 

etapa, entonces hemos procedido partiendo de aspectos generales y abstractos 

para pasar luego a temas concretos y específicos, pero tratándose de una 
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investigación cualitativa creo que no ha sido aplicado el método inductivo por 

cuanto no se ha buscado hacer generalizaciones.   

 

 En la medida que se ha buscado los antecedentes en investigación del objeto de 

estudio de este informe, se puede decir que también se ha utilizado el método 

histórico y, en función al marco teórico de este trabajo consideramos que 

también se ha echado mano al método doctrinario, y en cuanto hemos buscado 

el sentido de la norma, su alcance y sus fines se ha recurrido a los métodos de 

interpretación.     

 

3.9. Aspectos éticos. 

 
 

La investigación se ha realizado con total objetividad pues no hemos realizado el 

trabajo con ideas preconcebidas ni adelantarnos a concluir conceptos antes de 

obtener resultados, resultados que no hemos tratado de alterar y hemos 

respetado tal y como correspondía a la información recibida, las citas 

bibliográficas son reales y se ha tomado las ideas de los autores respetando su 

esencia volitiva, en ningún momento hemos pretendido atribuirnos opiniones que 

corresponden a terceros.  

IV.- RESULTADOS Y DISCUSIÓN.   

 

 

Resultados. 
 
 
 
 
Primer objetivo específico: determinar si las normas del Código Procesal Penal 

(2004) que regulan los plazos de la etapa intermedia del proceso penal, son 

suficientes para que dicha etapa no sufra dilaciones indebidas. 
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Plazos de la etapa intermedia en el Código Procesal Penal (2004) 

modificado por el D. Lgvo. 1307 

Tabla 1. 

 

ACTO PROCESAL PLAZO 
 

NORMA 
 

Requerimiento fiscal de 
sobreseimiento o de 
acusación. 

15 días en proceso 
común y 30 días en 
proceso complejo y 
crimen organizado. 

 
          Art. 344.1.  

Absolución por las 
partes del 
requerimiento fiscal. 

10 días 
 
          Art. 345.1 y 350.1  

Resolución citando a 
audiencia de 
sobreseimiento. 

3 días 
 
          Art. 345.3.  

Realización de la 
audiencia de 
sobreseimiento. 

No tiene 
 
          Art. 345.3.  

Realización de la 
audiencia de control de 
acusación 

No antes de cinco días ni 
después de 20 días            Art. 351.1. 

Investigación 
suplementaria en 
sobreseimiento 

No lo tiene 
 
            Art. 346.5. 

Suspensión de la 
audiencia de control de 
acusación 

8 días            Art. 351. 

Resolución decidiendo 
sobre el requerimiento 
de sobreseimiento. 

15 días en proceso 
común y, 30 días en 
procesos complejos y 
crimen organizado. 

 
           Art. 346.1.  

Resolución decidiendo 
sobre la acusación. 

48 horas después de la 
audiencia. 

Art. 352.1. 

Lapso entre el 
requerimiento de 
sobreseimiento y el 
auto judicial. 
 

30 días para procesos 
comunes y 60 para 
complejos y crimen 
organizado. 

 
            Art. 345.4.  

Lapso entre el 
requerimiento de 
acusación y el auto 
judicial 

40 días en procesos 
comunes y 90 en 
procesos complejos y 
crimen organizado. 

Art. 352.1. 

Decisión del Fiscal 
Superior cuando se 
eleva en consulta el 

10 días Art. 346.2. 
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sobreseimiento. 

Notificaciones 24 horas Art. 127.1. 

 
 

 

Los momentos más importantes durante la etapa intermedia son: el 

pronunciamiento fiscal (de acusación o de sobreseimiento), la audiencia de 

control (también llamada audiencia preliminar) y la resolución judicial final; los 

plazos de estos tres aspectos están debidamente regulados en el Código 

Procesal Penal, así vemos que para emitir pronunciamiento acusando o no, la 

norma le concede al fiscal el plazo de 15 días en procesos comunes y 30 días en 

procesos complejos o de crimen organizado; para  realización de la audiencia de 

sobreseimiento no se indica plazo, empero el juez debe substanciar toda la etapa 

en el plazo máximo de 30 días en procesos comunes y 60 días en casos 

complejos y de crimen organizado. Asimismo, la audiencia de control de 

acusación se realizará no antes de cinco ni después de 20 días de emitida la 

citación y, para expedir la decisión final se otorga al magistrado 48 horas a partir 

de la audiencia, teniendo también la etapa un plazo máximo contado desde que 

ingresa al despacho judicial el requerimiento fiscal, que es de 40 días en procesos 

comunes y 90 días en procesos complejos y de crimen organizado. Los demás 

actos procesales también están regulados en la norma procesal analizada, 

conforme se aprecia en la tabla que antecede, incluso se regula el plazo para 

notificar la resolución que da término a la etapa intermedia como es el auto de 

enjuiciamiento o el de sobreseimiento; estipulaciones que han sido introducidos 

en su mayoría con la modificatoria legal.   
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Categoría y subcategorías de las entrevistas a abogados  
 

Tabla 2: Abogados 1, 2 y 3. 
 
 

Categoría Pregunta 
Respuestas 

de 
participantes 

Frases 
codificadas 

Sub 
categorías 

 
Normas que 
regulan los 
plazos de la 

etapa 
intermedia 

¿Considera 
usted que las 
normas que 
regulan los 
plazos de la 
etapa intermedia 
son suficientes y 
claras para una 
conclusión 
oportuna? Si su 
respuesta es 
negativa, señale 
qué es lo que 
debe modificarse 
o implementarse. 

 
A1: Se debe 
implementar un 
mecanismo para 
que las partes 
hagan un control 
del plazo 
excesivo de la 
etapa 
intermedia, ante 
la inercia, tanto 
del fiscal como 
del juez, los 
abogados no 
tenemos 
mecanismos a 
fin de que se 
corrija dicha 
inercia. 
 
En el caso que la 
demora sea 
atribuible al juez, 
el control lo 
debería realizar 
un juez Superior. 
 
 

Los abogados 
deben poder 
controlar el 
plazo, Al juez 
debe controlarlo 
su superior. 

No hay normas 
para el control 
de plazo. 

   

 
A2: Las normas 
estipuladas en la 
etapa intermedia 
son claras y 
precisas, pero no 
se cumplen a 
cabalidad. 
 

Las normas son 
suficientes pero 
no se cumplen. 

Las normas son 
suficientes. 

 
A3: No son 
suficientes. Se 
tendría que 
ampliar los 
plazos y 
realizarse en 
varias 
audiencias y 
funcione como 
un filtro.  

No son 
suficientes, se 
requiere ampliar 
plazos y varias 
audiencias. 

Las normas no 
son suficientes. 
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Tabla 3: Abogados 4 y 5. 
 
 

Categoría Pregunta 
Respuesta 

de 
participantes 

Frases 
codificadas 

Sub 
categorías 

Normas que 
regulan los 
plazos de la 

etapa 
intermedia. 

¿Considera 
usted que las 
normas que 
regulan los 
plazos de la 
etapa 
intermedia son 
suficientes y 
claras para 
una conclusión 
oportuna? Si 
su respuesta 
es negativa, 
señale qué es 
lo que debe 
modificarse o 
implementarse. 

 
A4: Son 
insuficientes, 
existe un 
vacío 
respecto del 
momento en 
que se instala 
la audiencia 
de control, 
dado que es 
aquí donde no 
existe un 
plazo 
regulado, y es 
aquí donde se 
presenta el 
mayor 
problema. 
 

No son 
suficientes, no 
se regula el 
momento de 
la audiencia, 
he aquí el 
problema. 

Las normas 
no son 

suficientes. 

 
A5: 
Considero 
que los plazos 
son 
suficientes y 
claros, el 
problema de 
no cumplir 
con ese plazo 
atañe a la 
carga 
excesiva que 
ostenta el 
poder judicial, 
que hace que 
los procesos 
en la etapa 
intermedia 
duren más de 
un año. 

Son 
suficientes, el 
problema es 
la carga 
excesiva. 
 
 
 
 

Las normas 
son 

suficientes. 
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Categoría y subcategorías de las entrevistas a fiscales  

 
 
 
Tabla 4. 
 
 

Categoría Pregunta 
Respuestas de 
participantes 

Frases 
codificadas 

Sub 
categorías 

Normas que 
regulan los 
plazos de la 

etapa 
intermedia. 

¿Considera 
usted que las 
normas que 
regulan los 
plazos de la 
etapa 
intermedia son 
suficientes y 
claras para 
una conclusión 
oportuna? Si 
su respuesta 
es negativa, 
señale qué es 
lo que debe 
modificarse o 
implementarse. 

F1: Sí.         Sí. 
Son 

suficientes 

 

F2: Creo que si 
son suficientes, 
ya que en dicha 
etapa no hay 
actuación 
probatoria, se 
trata de un 
control de lo 
que se hizo y si 
hay para pasar 
a juicio o se 
archiva con 
sobreseimiento, 
lo que no 
demandaría 
mucho más 
plazos. 

     Son 
suficientes. 
 

Son 
suficientes. 

 

F3: Considero 
que los plazos 
sin son claros, 
no obstante, 
debería 
precisarse el 
plazo para 
notificar la 
acusación y el 
auto de 
enjuiciamiento. 
 

 

Son 
suficientes y 
claras, pero 
debe fijarse 
plazo de 
notificaciones. 

Son 
suficientes y 

claras. 
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Categoría y subcategorías de las entrevistas a jueces.  

 
 

Tabla 5. 
 
 

 
Categoría 

 
Pregunta 

Respuesta de 
participantes 

Frases 
codificadas 

Sub 
categorías 

Normas que 
regulan los 
plazos de la 
etapa 
intermedia. 

¿Considera 
usted que las 
normas que 
regulan los 
plazos de la 
etapa 
intermedia son 
suficientes y 
claras para una 
conclusión 
oportuna? Si su 
respuesta es 
negativa, señale 
qué es lo que 
debe 
modificarse o 
implementarse. 

 
J.1: Considero 
que los plazos 
establecidos 
en la etapa 
intermedia son 
suficientes; por 
cuanto, en esta 
etapa se 
permite develar 
la existencia o 
no de un ilícito 
y para tal 
efecto debe 
identificarse al 
procesado o 
procesados del 
delito, según 
sea el caso; y, 
ya en la etapa 
de juicio oral, 
es donde 
precisamente 
dichas pruebas 
serán actuadas 
y contrastadas 
con los 
argumentos de 
los sujetos 
procesales 
 

Los plazos son 
suficientes. 

Son 
suficientes. 

J.2: Sí. 
 

Sí. 
Son 

suficientes. 

 
 
De las tablas que anteceden se observa que en el grupo de abogados uno de 

ellos (A1) respondió que en las normas que regulan los plazos de la etapa 

intermedia no se prevé la posibilidad de que las partes hagan un control de plazo, 

dos abogados (A3 y A4) han respondido que dichas normas no son suficientes, y 
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dos abogados (A2 y A 5) respondieron que las normas si son suficientes y claras; 

por su parte el grupo de fiscales respondieron que son suficientes y claras, y los 

jueces respondieron que las normas sobre los plazos de la etapa intermedia son 

suficientes.    

No está demás aclarar que, aparentemente, los abogados que negaron la 

suficiencia de las normas que regulan los plazos de la etapa intermedia, o bien no 

tienen claridad sobre la normatividad vigente, o bien, no han entendido 

debidamente la orientación de la pregunta, lo cual lo abordaré en el aparatado 

destinado a la discusión de este informe final.   

      

Segundo objetivo específico: Determinar si los Jueces de Investigación 

Preparatoria cumplen con los plazos previstos en la norma. 

 
Categoría y subcategorías de las  entrevistas a abogados   

 
 
 
Tabla 6: Abogados 1,2 y 3. 
 

Categoría Pregunta 
Respuesta 

de 
participantes 

Frases 
codificadas 

Sub 
categorías 

Cumplimiento 
de las 
funciones 
jurisdiccionales 
sobre los 
plazos. 
 
 
 
 
 

¿Cuál cree usted 
que es  la causa 
principal por la 
que se dilata la 
conclusión de la 
etapa intermedia 
en los procesos 
penales? 

 
A1: El Juez no 
ejerce el poder 
que le da la 
norma procesal, 
laresponsabilidad 
funcional del 
artículo 351°, no 
es del todo 
coercitiva de tal 
forma que se 
sancione 
efectivamente al 
fiscal que incurre 
en ello. 
Pero también el 
despacho judicial  
demora en la 
fijación de la 
audiencia de 
control.   
 
Podemos atribuir 
este hecho a  
 

El juez no ejerce 
su poder 
coercitivo, y 
demora en 
señalar 
audiencia, por la 
carga procesal 
que tiene. 

El juzgado no 
cumple sus 
funciones. 
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La “carga 
procesal” que 
afrontan los 
despachos. 
 

 
A2: Son muchos, 
pero para mí, el 
principal motivo 
que no se llegue 
a culminar esta 
etapa, es la 
demora del 
juzgado en 
tramitar el 
proceso. 
 
 

Son muchos, el 
principal es la 
demora del 
juzgado. 

Juzgados no 
cumplen los 

plazos. 

 
A3: Para mi 
opinión son 
varias las 
causas, una es 
que los 
abogados como 
son casos donde 
hay varios 
imputados no 
asisten a las 
diligencias, y se 
reprograman. 
Segundo punto 
es que los 
fiscales en todos 
los procesos 
acusan y 
después no se 
abastecen en las 
audiencias y 
solicitan 
reprogramación 
de proceso. 
Y como principal 
causa es los 
jueces no tienen 
la capacidad y 
determinación 
para realizar un 
adecuado 
proceso. 
 
 

Inasistencia de 
los abogados a 
las audiencias, 
pedidos de 
reprogramación 
de fiscales, y 
principalmente 
falta de 
capacidad y 
determinación de 
los jueces. 

Principalmente 
falta de 

capacidad y 
determinación de 

los jueces. 
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Tabla 7: Abogados 4 y 5. 
 
 

 
Categoría 

 
   Pregunta 

Respuesta 
del 

entrevistado 

Frases 
codificadas 

Sub 
categorías 

Cumplimiento 
de las funciones 
jurisdiccionales 
sobre los 
plazos. 
 
 
 
 
 

¿Cuál cree 
usted que es  la 
causa principal 
por la que se 
dilata la 
conclusión de la 
etapa intermedia 
en algunos 
procesos 
penales? 

 
A4: Excesiva 
carga procesal, 
reducido número 
de Juzgado de 
Investigación 
Preparatoria, 
Judicialización 
sin criterio 
razonable y 
jurídico por parte 
del Ministerio 
Público de las 
denuncias, 
conductas 
dilatorias de 
abogados que 
pretenden dilatar 
el proceso. 

Excesiva carga 
procesal, muy 
pocos jueces, 
acusaciones sin 
criterio, 
conductas 
dilatorias de los 
abogados. 
 

Todos 
incumplen. 

 
A5: La excesiva 
carga judicial, 
hace que las 
programaciones 
de audiencia se 
realicen fuera de 
los plazos 
legales, teniendo 
los justiciables 
que sujetarse a 
la agenda que 
ostenta el 
juzgado. 
Pocos juzgados 
especializados, 
especialistas con 
poca o 
inexistente 
experiencia. 
 
Inexistencia de 
un Sistema 
Integrado 
Judicial que les 
permita controlar 
plazos a los 
especialistas 
judiciales y al 
juez. 
 

Excesiva carga 
judicial, pocos 
juzgados con 
especialistas 
novatos, y falta 
de un sistema 
que permita el 
control. 

Juzgados sin 
personal ni un 

sistema 
adecuados. 
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Tabla 8: fiscales. 
 
 
 

Categoría Pregunta 
Respuesta 

de 
participantes 

Frases 
codificadas 

Sub 
categorías 

Cumplimiento 
de las funciones 
jurisdiccionales 
sobre los 
plazos. 
 
 
 
 
 

¿Cuál cree 
usted que es  la 
causa principal 
por la que se 
dilata la 
conclusión de la 
etapa intermedia 
en algunos 
procesos 
penales? 

 
F1: Por a la 
sobrecarga 
procesal, errores 
en las 
notificaciones, y 
por los criterios 
para resolver los 
requerimientos. 
 

 
Sobrecarga 
procesal, errores 
en las 
notificaciones. 

Sobrecarga y 
errores 

judiciales. 

 
F2: Las 
devoluciones de 
acusaciones; 
falta de estudio 
del caso cuando 
hay reemplazo 
del fiscal o 
abogado; 
demasiada carga 
de audiencias; 
otro seria como 
por ejemplo, en 
casos que el 
juez dispone 
plazo 
suplementario 
(art. 346 inc. 5) 
en un 
sobreseimiento, 
y le otorga un 
plazo al fiscal, no 
hay un control 
sobre este plazo. 
 

Las 
devoluciones de 
la acusación, 
falta de estudio 
de las partes,  
carga procesal, 
falta de control 
de plazo. 

Deficiencias del 
juzgado, de las 
partes, y de la 

norma. 

 
F3: El tiempo en 
demasía que 
tarda el órgano 
jurisdiccional 
para convocar e 
instalar las 
audiencias y la 
emisión y 
notificación de 
los autos de 
enjuiciamiento. 
 

Cumplimiento a 
destiempo de las 
funciones del 
juzgado. 

Cumplimiento 
tardío de las 
funciones 
jurisdiccionales. 
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Tabla 9. Jueces. 
 
 

Categoría Pregunta 
Respuestas de 

los participantes 
Frases 

codificadas 
Sub categorías 

Cumplimiento de 
las funciones 
jurisdiccionales 
sobre los plazos. 
 

 
 
 
¿Cuál cree usted 
que es  la causa 
principal por la 
que se dilata la 
conclusión de la 
etapa intermedia 
en algunos 
procesos 
penales? 
 
 
 
 
 

 
J1: En este 
Distrito Judicial, 
he visto dos 
causas: 1) La 
excesiva carga 
procesal que 
aqueja al 
Ministerio 
Público; y, 2) 
Falta de 
Fiscales; ello en 
razón, de que 
algunos han sido 
promovidos, 
otros han sido 
suspendidos, 
otros han 
renunciado y 
otros han 
permutado con 
otros Distritos 
Judiciales 
 

Carga procesal 
del Ministerio 
Público y falta de 
fiscales. 

No hay 
incumplimiento 
del juzgado. 

 
J2: La 
inasistencia de 
los sujetos 
procesales a las 
audiencias 
(Fiscal, defensa) 
 

Inconcurrencia a 
audiencia de las 
partes. 

No hay 
incumplimiento 
del juzgado. 

 
 

 Como se advierte, el grupo de abogados respondieron en forma unánime que la 

causa principal de la dilación de la conclusión de la etapa intermedia es atribuible 

al juzgado, con algunas peculiaridades como se trata del abogado 3 que señaló la 

falta de capacidad de los jueces, y el abogado 4 que dijo que todos los que 

intervienen en el proceso son culpables. Por su lado el grupo de fiscales también 

atribuyó a los juzgados la demora en la conclusión de la etapa intermedia, dentro 

de los cuales el F1 destacó la sobre carga procesal; en cambio los jueces tienen  

criterios distintos a los anteriores, el J1 atribuyó la dilación de la etapa a la carga 

procesal pero del Ministerio Público y a la falta de fiscales, por su lado el J2 

consideró que la responsabilidad no  era de ellos sino de las partes que no 

concurren a las audiencias.     
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Cuadro analítico de revisión de expedientes. 
 
Tabla 10. 

 
 

DATOS/EXPS. 
 

2683-2017-9 
2506-2017-

84 
447-2017-

21 
260-2018-

12 
2486-2017-

0 

 
 

DELITO 
 

Violencia 
contra la 
autoridad 

Desobedie
ncia a la 

autoridad 
T. I. D. T. I. D. 

Desobedie
ncia a la 

autoridad 

      
      

CONCLUSIÓN 
DE LA 

INVESTIGACIÓ
N. 

12 de 
diciembre 
del 2017 

15 de 
noviembre 
del 2017 

14 de 
agosto del 

2017 

2 de mayo 
del  2018 

2 de abril 
del 2018 

      

REQUERIMIENT
O FISCAL. 

12 de 
diciembre 
del 2017 

17 de 
noviembre 

2017 

17 de 
noviembre 
del 2017 

9 de mayo 
del 2018 

13 de abril 
del 2018 

      
FECHA FIJADA 

PARA 
AUDIENCIA 

21 de abril 
del 2017 

15 de 
diciembre 
del 2018 

20 de 
febrero del 

2018 

25 de 
agosto del 

2018 

11 de set. 
Del 2018 

      
REPROGRAMA

CIONES DE 
AUDIENCIA 

XXX XXX XXX 
Reprogra

mada 
XXX 

      
MOTIVO DE 

LAS 
REPROGRAMA

CIONES 

XXX XXX XXX 
Ausencia 
de ambas 

partes. 
XXX 

      

AUDIENCIA 
21 de abril 
del 2017 

15 de 
diciembre 
del 2018 

20 de 
febrero del 

2018 

20 de 
setiembre 
del 2018 

11 de Set. 
del 2018 

      

RESOLUCIÓN 
JUDICIAL 

21 de abril 
del 2017 

15 de 
diciembre 
del 2018 

20 de 
febrero del 

2018 

20 de 
setiembre 
del 20018 

11 de 
Setiembre 
del 2018 

      
 

OBSERVACIÓN 
 

Ninguna 
No se 

justifica  la 
fecha fijada. 

Ninguna Ninguna Ninguna 

INOBSERVANCI
A DE PLAZOS 
NORMATIVOS. 

 

En la 
programació

n de  
audiencia y 

total. 

En la 
programaci

ón de la 
audiencia. 

Al acusar 
y 

programac
ión de 

audiencia. 

En la 
programac

ión de 
audiencia 
y total.. 

 
En la 

programaci
ón de  

audiencia y 
total. 
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Tabla 11. 
 

 
 

 DATOS/EXP 
 

164-2012-43 1834-2018-0 2022-2016-
50 

82-2017-66 1089-2018-89 

 
DELITO 

 
Colusión Lesiones Estafa 

 
Falsificación  

de 
documento 

Violencia 
contra la 
autoridad 

      
CONCLUSIÓ
N DE LA 
INVESTIGACI
ÓN. 

16 de abril 
del 2013 

Acusación 
directa. 

3 de 
setiembre del 

2017 

2 de junio del 
2017 

14 de junio del 
2018 

      
REQUERIMIE
NTO FISCAL. 

3 de octubre 
del 2016 

9 de agosto 
del 2018 

5 de 
setiembre del 
2017 

21 de 
setiembre del 
2017 

19 de junio del 
2018 

      
FECHA 
FIJADA 
PARA 

AUDIENCIA 

28 de 
setiembre del 
2017 

12 de 
octubre del 
2018 

7 de 
noviembre el 
2018 

18 de 
diciembre del 
2017 

27 de 
noviembre del 
2018 

      
REPROGRAM
ACIONES DE 
AUDIENCIA 

28 Set. 17, 
19 de En. 18, 
y 12 de 
marzo 18. 

12 de 
octubre del 
2018, 19 de 
octubre del 
2018. 

13 Set. 17, 7 
de Nov.17, 
21 de marzo 
2018. 

18 de 
diciembre 

2017, XXX 

      
MOTIVO DE 

LAS 
REPROGRAM

ACIONES 

Una 
inconcurrenci
a del fiscal, y 
dos del 
abogado 

Pedido del 
abogado e 
inasistencia 
del mismo 

Inconcurrenci
a del 
abogado. 

Inconcurrencia 
del abogado 

XXX 

      
AUDIENCIA   19 de 

diciembre del 
2018 

25 de 
octubre del 
2018 

13 de 
setiembre del 
2018 

26 de 
diciembre del 
17 

27 de 
noviembre del 
2018 

      
RESOLUCIÓN 

JUDICIAL 
19 de 
diciembre del 
2018 

25 de 
octubre del 
2018 

13 de 
setiembre del 
2018 

30 de octubre 
del 2018 

27 de 
noviembre del 
2018 

      
 

OBSERVACI
ONES 

Proceso 
Complejo XXX XXX XXX XXX 

      
INOBSERVAN

CIA DE 
PLAZOS 

NORMATIVO
S 
 

Al acusar, 
señalar 

audiencia, 
suspender y 

total. 

Al fijar 
audiencia. 

Al fijar 
audiencia, 

reprogramarl
a, 

suspenderla 
y total. 

Al acusar, 
señalar 

audiencia, 
reprogramar y 

total. 

Al fijar 
audiencia y 

total. 
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Se ha hecho el análisis de 10 expedientes judiciales concluidos en el bienio 2017 - 

2018, cuyos contenidos son todo el trámite correspondiente a la etapa intermedia del 

proceso penal,  sobre delitos de diferente naturaleza como son estafa, tráfico ilícito de 

drogas, colusión, desobediencia a la autoridad, falsificación de documentos, etc., esto 

es que no se tratan de delitos de bagatela. En las dos tablas se puede apreciar con 

meridiana claridad los plazos utilizados en cada paso que se ha dado, expediente por 

expediente, desde que se concluyó la investigación preparatoria hasta que se 

emitiera el auto judicial que da por terminada la etapa; todos los expedientes están 

referidos a procesos comunes, salvo el expediente número 164-2012-43 que guarda 

relación con un proceso complejo por el delito de colusión. Se puede observar los 

hitos más importantes del proceso penal en la etapa objeto de estudio, como son, 

el pronunciamiento fiscal (acusando o requiriendo el sobreseimiento), la citación a 

audiencia de control de acusación o de sobreseimiento, la realización de la misma 

y la emisión de la resolución judicial que la da por terminada la etapa intermedia, 

en base a cuyos datos se puede determinar a ciencia cierta su duración, por lo 

que la discusión que se hará oportunamente puede ser fructífera.  

 

Un detalle interesante es que los pronunciamientos fiscales han sido emitidos en 

su mayoría dentro de los plazos normativos, salvo en los Exps. 447-2017-21, 164-

2012-43, y 2022-2016-50 que están fuera de los plazos de ley; de igual manera, 

con excepción del Exp. Nro. 82-2017-66, en todos los casos el juzgado ha emitido 

el auto final dentro del plazo correspondiente a la norma, incluso en el día de 

realizada la audiencia de control, cosa distinta ha ocurrido en cuanto se refiere a 

la citación y realización de la audiencia preliminar. 

 

Tercer objetivo específico: Conocer si las partes técnicas del proceso penal 

cumplen con sus obligaciones procesales indispensables para la continuación de 

la etapa intermedia.  
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Categoría y subcategorías de las entrevistas a abogados  
 

 
Tabla 12: Abogados 1,2 y3. 
 
 
 

Categoría Preguntas 
Respuesta de 

los 
participantes 

Frases 
codificadas 

Sub categorías 

Cumplimiento 
por las partes 
de los plazos 
procesales. 

 
 
 
 
¿Cómo 
calificaría usted 
la conducta 
procesal de los 
demás sujetos 
procesales en 
cuanto a la 
substanciación 
de la etapa 
intermedia y la 
realización de la 
audiencia de 
control? 
 

 
A1: Respecto al 
Ministerio 
Público, 
considero que en 
la mayoría de los 
casos existe 
inercia. 
 

Existe inercia en 
el Ministerio 
Público. 

El fiscal no 
cumple. 

 
A2: 
Particularmente 
pienso que la 
actuación del 
representante 
del Ministerio 
Público es MUY 
MALA. 
 
 

El Ministerio es 
deficiente. 

El fiscal es 
deficiente. 

 
A3: Pésima. 
Primero en 
muchos casos el 
fiscal solo acusa 
por acusar, 
segundo, 
los abogados no 
observan la 
acusaciones 
formales ni 
sustanciales, y 
por último el juez 
tampoco cumple 
con su función 
garantista y solo 
pasa los juicios. 
 

El fiscal acusa p 
or acusar, los 
abogados no 
observan la 
acusación. 

Ninguno cumple. 
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Tabla 13. Abogados 4 y 5. 
 

Categoría Pregunta 
Respuesta 
de los 
participantes 

Frases 
codificadas 

Sub 
categorías 

Cumplimiento 
por las partes 
de los plazos 
procesales. 

¿Cómo 
calificaría usted 
la conducta 
procesal de los 
demás sujetos 
procesales en 
cuanto a la 
substanciación 
de la etapa 
intermedia y la 
realización de la 
audiencia de 
control? 
 

 
- A4: De los 
colegas 
litigantes, sus 
pretensiones son 
antagónicas con 
respecto de los 
del Ministerio 
Público, de ahí 
que hasta cierto 
punto son 
entendibles 
como parte de 
su estrategia que 
dilaten la 
conclusión de 
esta etapa. 
 

Los abogados 
dilatan la etapa. 

El abogado no 
cumple. 

 
A5: Ministerio 
Público, solo 
presenta su 
Requerimiento 
de Acusación sin 
darle el impulso 
correspondiente, 
esto es solicitar 
al juzgado que, 
dentro del plazo 
legal, esto es el 
de 10 días corra 
traslado a las 
partes y luego de 
igual forma 
dentro del plazo 
de ley, señale 
fecha para 
audiencia, no 
existe mayor 
importancia por 
parte de la 
Fiscalía para que 
se respete el 
cumplimiento del 
plazo legal, 
siendo inactiva 
su participación. 
 

El Ministerio 
Público acusa 
sin darle el 
impulso 
correspondiente. 

El fiscal no 
cumple. 
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Categorías y subcategorías de las entrevistas a fiscales  

 
 

Tabla 14.  
 
 

Categoría Pregunta 
Respuesta 

de los 
participantes 

Frases 
codificadas 

Sub 
categorías 

Cumplimiento 
por las partes 
de los plazos 
procesales. 

¿Cómo 
calificaría 
usted la 
conducta 
procesal de 
los demás 
sujetos 
procesales en 
cuanto a la 
substanciación 
de la etapa 
intermedia y la 
realización de 
la audiencia 
de control? 
 

 
F1: La conducta 
de los sujetos 
procesales, 
diferente a la del 
juez, es pasiva, 
en el sentido de 
que no generan 
impulso procesal 
a fin de que esta 
se realice dentro 
de los plazos 
establecidos en 
el CPP. 
 

Ambos no 
impulsan el 
proceso. 

Ambos no                 
cumplen. 

 
F2:Falta de 
conocimiento 
NCPP, falta de 
conocimiento del 
caso, muchas 
improvisaciones 

Muchas 
improvisaciones 
por ambos. 

Ambos no 
cumplen. 

 
F3: No es muy 
buena, dado que 
algunos casos 
existen defensas 
dilatorias que 
buscan impedir 
que se instalen 
las audiencias, 
en otros casos el 
Fiscal no cumple 
con subsanar los 
requerimientos 
acusatorios en el 
plazo estipulado; 
así como la falta 
de destreza para 
poder 
esquematizar o 
resumir las 
acusaciones que 
se debaten, 
mayormente por 
falta de 
preparación. . 
 

Defensas 
dilatorias, 
fiscales no 
subsanan 
acusaciones. 

Ambos no 
cumplen. 
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Categoría y subcategorías de las entrevistas a jueces  

 
 

Tabla 15. 
 

Categoría Pregunta 
Respuesta de 

los 
participantes 

Frases 
codificadas 

Sub categorías 

Cumplimiento 
por las partes 
de los plazos 
procesales. 

¿Cómo 
calificaría usted 
la conducta 
procesal de los 
demás sujetos 
procesales en 
cuanto a la 
substanciación 
de la etapa 
intermedia y la 
realización de la 
audiencia de 
control? 
 

 
J1: Con respecto 
a los Fiscales, 
en su mayoría 
de veces, pese a 
que 
oportunamente 
formularon 
acusación fiscal 
y sabiendo que 
no cuentan con 
actividad 
probatoria 
suficiente, estos 
insisten que 
pase a 
Juzgamiento… 
con respecto a 
los abogados 
particulares en 
esta Sede 
Judicial, en su 
gran mayoría, no 
todos (hay 
excepciones), 
pese a tener 
años ejerciendo 
la profesión, 
muchas veces 
desconocen de 
las instituciones 
básicas que son 
esenciales en la 
defensa, lo cual 
genera 
indefensión a los 
imputados; para 
tal efecto, nos 
vemos obligados 
a excluirlos de la 
defensa.    
 

Los fiscales 
acusan sin 
convicción, 
abogados 
defienden sin 
conocimiento. 

Ambos no 
cumplen con 

eficiencia. 

 
J2: Inadecuada. 

 
Inadecuada. 

 
Ninguno cumple. 
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Cuadro analítico de revisión de expedientes 

 

Tabla 16. 
 

 
 

 
DATOS/EXPS. 

 

2683-2017-9 2506-2017-
84 

447-2017-
21 

260-2018-
12 

2486-2017-0 

 
      DELITO 
 

Violencia 
contra la 
autoridad 

Desobedien
cia a la 

autoridad 
T. I. D. T. I. D. 

 
Desobedien

cia a la 
autoridad 

 
CONCLUSIÓN DE 

LA 
INVESTIGACIÓN. 

12 de 
diciembre del 
2017 

15 de 
noviembre 
del 2017 

14 de 
agosto del 
2017 

2 de mayo 
del  2018 

2 de abril del 
2018 

 
 

REQUERIMIENTO 
FISCAL. 

12 de 
diciembre del 
2017 

17 de 
noviembre 
2017 

17 de 
noviembre 
del 2017 

9 de mayo 
del 2018 

13 de abril 
del 2018 

 
 

FECHA FIJADA 
PARA 

AUDIENCIA 

21 de abril del 
2017 

15 de 
diciembre del 
2018 

20 de 
febrero del 
2018 

25 de 
agosto del 

2018 

11 de set. 
Del 2018 

 
 

REPROGRAMACI
ONES DE 

AUDIENCIA XXX XXX XXX 
Reprogram

ada 

 
XXX 

 
 
 

MOTIVO DE LAS 
REPROGRAMACI

ONES 

XXX XXX XXX Ausencia 
de ambas 
partes. 

XXX 
 
 
 

   AUDIENCIA   21 de abril del 
2017 

15 de 
diciembre del 
2018 

20 de 
febrero del 
2018 

20 de 
setiembre 
del 2018 

11 de Set.  
del 2018 
 
 

RESOLUCIÓN 
JUDICIAL 

21 de abril del 
2017 

15 de 
diciembre del 
2018 

20 de 
febrero del 
2018 

20 de 
setiembre 
del 20018 

11 de 
Setiembre 
del 2018 
 

 
OBSERVACIÓN 
 

Ninguna No se 
justifica  la 
fecha fijada. 

Ninguna Ninguna Ninguna 
 
 
 

INOBSERVANCIA 
DE PLAZOS 
NORMATIVOS. 
 

En la 
programación 
de  audiencia 
y total. 

En la 
programació
n de la 
audiencia y 
total. 

Al acusar y 
programaci
ón de 
audiencia y 
total. 

En la 
programaci
ón de 
audiencia y 
total.. 

 
En la 
programació
n de  
audiencia y 
total. 
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Tabla 17. 
 
 

 
 
DATOS/EXP 
 

164-2012-
43 

1834-
2018-0 

2022-
2016-50 

82-2017-66 1089-2018-
89 

 
DELITO 

 
Colusión Lesiones Estafa 

Falsificación  
de 

documento 

Violencia 
contra la 
autoridad 

      
CONCLUSIÓ
N DE LA 
INVESTIGACI
ÓN. 

16 de abril 
del 2013 

Acusación 
directa. 

3 de 
setiembre del 

2017 

2 de junio del 
2017 

14 de junio del 
2018 

      
REQUERIMIE
NTO FISCAL. 

3 de octubre 
del 2016 

9 de agosto 
del 2018 

5 de 
setiembre del 
2017 

21 de 
setiembre del 
2017 

19 de junio del 
2018 

      
FECHA 
FIJADA 
PARA 

AUDIENCIA 

28 de 
setiembre del 
2017 

12 de 
octubre del 
2018 

7 de 
noviembre el 
2018 

18 de 
diciembre del 
2017 

27 de 
noviembre del 
2018 

      
REPROGRAM
ACIONES DE 
AUDIENCIA 

28 Set. 17, 
19 de En. 18, 
y 12 de 
marzo 18. 

12 de 
octubre del 
2018, 19 de 
octubre del 
2018. 

13 Set. 17, 7 
de Nov.17, 
21 de marzo 
2018. 

18 de 
diciembre 

2017, 

XXX 

      
MOTIVO DE 

LAS 
REPROGRAM

ACIONES 

Una 
inconcurrenci
a del fiscal, y 
dos del 
abogado 

Pedido del 
abogado e 
inasistencia 
del mismo 

Inconcurrenci
a del 
abogado. 

Inconcurrencia 
del abogado 

     XXX 

      
AUDIENCIA   19 de 

diciembre del 
2018 

25 de 
octubre del 
2018 

13 de 
setiembre del 
2018 

26 de 
diciembre del 
17 

27 de 
noviembre del 
2018 

      
RESOLUCIÓN 

JUDICIAL 
19 de 
diciembre del 
2018 

25 de 
octubre del 
2018 

13 de 
setiembre del 
2018 

30 de octubre 
del 2018 

27 de 
noviembre del 
2018 

      
 

OBSERVACI
ONES 

Proceso 
Complejo 

XXX XXX XXX XXX 

INOBSERVAN
CIA DE 

PLAZOS 
NORMATIVO

S 
 

Al acusar, 
señalar 
audiencia, 
suspender y 
total. 

Al fijar 
audiencia. 

Al fijar 
audiencia, 
reprogramarl
a, 
suspenderla 
y total. 

Al acusar, 
señalar 
audiencia, 
reprogramar y 
total. 

Al fijar 
audiencia y 

total. 
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Durante las entrevistas dentro del grupo de abogados, tres dijeron (A1, A2 y, A5) 

que es el fiscal el que no cumple con sus deberes dentro del proceso penal, uno 

contestó (A4) que es el abogado el que no lo hace y uno (A3) que ningún sujeto 

procesal cumple con sus obligaciones. En el grupo de fiscales, todos contestaron 

que ninguna de las partes o sujetos procesales se desempeñan con eficiencia, 

esto es tanto abogados como fiscales, por lo que hay que reconocer el esfuerzo 

de estos participantes por ser sinceros en sus respuestas. Y el grupo de jueces 

contestaron que ninguno efectúa su rol con rectitud durante el trámite de la etapa 

intermedia.   

 

Conforme se indica en las tablas anteriores, el resultado del análisis realizado a 

los expedientes arroja que en tres expedientes el fiscal emitió pronunciamiento 

fuera del plazo que establece la norma, esto es en los expedientes números 447-

2017-21, 164-2012-43 y 82-2017-66, este plazo para tales casos es de 15 días 

por tratarse de procesos comunes. Por otro lado, la audiencia de control de 

acusación o sobreseimiento ha sufrido reprogramaciones en cinco procesos, de 

los cuales en tres expedientes se debió a causa atribuible exclusivamente al 

abogado, estos expedientes son 1834-2018-0, 2022-2016-50 y, 82-2017-66; en 2 

expedientes obedeció a causa imputable a ambas partes, éstos son los números 

260-2018-12 y, 164-2012-43; y en ningún caso se reprogramó por causa 

exclusiva del fiscal.       

 
Objetivo general: Conocer las causas que determinan la excesiva duración de la 

etapa intermedia en los procesos penales de Tumbes el bienio 2017 - 2018.  

 

Conforme se observa en las tablas de análisis de expedientes que utilicé, para 

presentar los resultados de los objetivos específicos dos y tres, de los diez 

procesos penales estudiados, únicamente en el expediente 1834-2018-0 no se 

venció el plazo total de la etapa intermedia, aunque estuvo a punto de hacerlo, en 

los demás expedientes en todos se excedió del plazo normativo, incluso en el 

expediente número 164-2012-43, donde la etapa duró más de dos años.  
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Categoría y subcategorías de las entrevistas a abogados  

 
 
Tabla 18.  
 
 

Categoría Pregunta 
Respuesta 

de los 
participantes 

Frases 
codificadas 

Sub 
categorías 

Duración de 
la etapa 

intermedia. 

Conforme a 
su 
experiencia 
¿la conclusión 
de la etapa 
intermedia en 
los procesos 
penales del 
Distrito 
Judicial de 
Tumbes se 
lleva a cabo 
según los 
plazos 
establecidos 
en la ley? 

 
A1: Casi nunca, 
cuando hay 
procesos con 
presos 
preventivos, es 
tal vez más 
célere el trámite, 
pero aun así no 
se cumple los 
plazos que sí 
están fijados en 
la norma 
procesal. 
   

Casi nunca… 
con presos es 

más célere, pero 
aun así no se 

cumple. 

Casi nunca. 

 
A2: No se lleva a 
cabo según los 
plazos legales 
porque no existe 
un plazo legal 
para la 
conclusión de la 
Etapa 
intermedia. 
 

No se lleva a 
cabo según los 
plazos legales. 

No se 
cumple. 

 
A3: No se 
respeta los 
plazos. Hay 
casos que pasan 
de 1 año 
 

No se respetan 
los plazos. 

No se 
respeta. 

 
A4: En mi 
experiencia 
laboral, la etapa 
intermedia en la 
sede judicial de 
Tumbes, no se 
lleva a cabo 
dentro un plazo 
razonable. 

No se lleva a 
cabo dentro de 

un plazo 
razonable. 

No se 
cumple. 

 
A5: Ninguno de 
los procesos en 
los que he 

Ninguno de los 
procesos que 

participé. 
Ninguno. 
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participado de la 
etapa 
intermedia. 
 

 
Categoría y subcategorías de las entrevistas a fiscales y jueces,  
 

 

Tabla 19. 

 

Categoría Pregunta 
Respuesta de 
participantes 

Frases 
codificadas 

Sub categorías 

Duración de la 
etapa 

intermedia. 

Conforme a su 
experiencia ¿la 
conclusión de la 
etapa intermedia 
en los procesos 
penales del 
Distrito Judicial 
de Tumbes se 
lleva a cabo 
según los plazos 
establecidos en 
la ley? 

 
F1: No. 

No 
No se cumple 

los plazos 
legales. 

 
F2: Considero 
que no se 
concluye la 
etapa intermedia 
en los plazos 
establecido en la 
ley, en caso del 
sobreseimiento 
art. 345 y 346, y 
en caso de la 
acusación art. 
351 y 352 en el 
distrito de 
Tumbes. 

 
 

No se concluye 
en los plazos 
legales. 

No se cumple 
los plazos 
legales. 

 
F3: Como Fiscal 
Adjunta de la 
FPCEDCF de 
Tumbes… es 
evidente que el 
órgano 
jurisdiccional en 
la ciudad de 
Tumbes, no 
cumple 
estrictamente 
con los plazos 
estipulados en la 
etapa 
intermedia. 
 

No se cumple 
con los plazos. 

No se cumple 
los plazos 

legales. 

 
J1: No, por 
cuanto en la 
actualidad existe 
excesiva carga 
procesal, tanto 
del ente 
persecutor de la 
acción penal y 

No, por excesiva 
carga. 

No se cumple 
los plazos 

legales. 
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tanto en el JIP,   

J2: No. No 

No se cumple 
los plazos 
legales. 

 

Todos los participantes han respondido que los plazos normativos de la etapa 

intermedia no se respetan o no se cumple, en forma totalmente coincidente con el 

análisis realizado de los expedientes, y esto debe ser interpretado acorde con los 

resultados de los demás objetivos, que será materia de pronunciamiento por mi 

parte en el siguiente apartado de este informe. 

 

Discusión. 

 

Durante el bienio 2017 – 2018 la etapa intermedia del proceso penal en Tumbes 

estuvo regulada por el Código Procesal Penal (2004), promulgado por el Decreto 

Legislativo 957, así como por el D. Lgvo. Nro. 1307 que modificó dicho código, por 

lo tanto fue válido el análisis realizado de los artículos pertinentes para establecer 

la suficiencia de los plazos normativos. Considero que fue acertado que las 

fuentes humanas hayan sido los mismos sujetos procesales con respetable 

experiencia en procesos judiciales en la materia penal, y sobre todo tratándose de 

profesionales que su trabajo gira en torno al Código Procesal penal vigente,  más 

aún si se ha tomado de los tres estamentos, y desde mi punto de vista se utilizó la 

técnica más adecuada como fue la entrevista semi estructurada, por cuanto era 

necesario darle libertad para que el informante se explaye sobre lo que piensa, 

pero al mismo tiempo era conveniente evitar que el participante se vaya por la 

tangente. Aunque el hecho de haber realizado las entrevistas mediante mensaje 

de correo ha dificultado un poco el trabajo, porque era casi imposible hacer 

repreguntas por falta de tiempo y de disponibilidad de los informantes para una 

segunda comunicación. El análisis de expedientes judiciales era relevante, porque 

es en dichos documentos donde teníamos que encontrar la información más 

fidedigna del trámite que siguieron los procesos penales, como en efecto la 

encontramos, dentro de un marco teórico acorde con el objetivo de la 

investigación en el que hemos desarrollado conceptos básicos de proceso, 
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Derecho procesal, sistemas procesales y sobre todo del acusatorio y el plazo 

razonable; por lo tanto considero que el camino recorrido para lograr los objetivos 

ha sido el correcto. 

 

En relación al primer objetivo de la investigación, se advierte del cuadro analítico 

de las normas del Código Procesal Penal que regulan la etapa intermedia que, 

están previstos los plazos de todos los actos procesales de dicha etapa,  con 

excepción de la fecha para realizar la audiencia de control de sobreseimiento y 

del plazo suplementario en el caso que admita la oposición del actor civil, sin 

embargo el Art. 345.4 del Código Procesal Penal limita la duración de la etapa en 

30 días y 60 días según sea el tipo de proceso penal; por lo considero que las 

normas son suficientes y claras para una conclusión de la etapa intermedia sin 

dilaciones indebidas; esto ha sido corroborado por los informantes, pues ocho de 

ellos han señalado categóricamente que es así, y respecto de los que han 

respondido en sentido contrario se nota que no han tenido en cuenta el texto 

integral de las normas por falta de conocimiento de las mismas o por ligereza al 

contestar la pegunta. En consecuencia, el conjunto legislativo que regula los 

plazos de la etapa intermedia no constituye un factor de su excesiva duración en 

Tumbes, esto guarda relación con la investigación realizada por el español Angulo 

D. citado en nuestro marco teórico, quien investigó las razones comunes de la 

excesiva duración del proceso penal en los países de Latinoamérica, sin 

embargo, no consideró que la norma sea un factor que determine dichas 

dilaciones indebidas. Un participante de nuestras entrevistas (A1) ha planteado la 

ausencia de un sistema de control de plazos contra el incumplimiento eventual del 

juez y del fiscal, al respecto considero que esto sería un reglamentarismo 

innecesario, toda vez que ya existen medidas que constituyen correctivos al 

respecto, por ejemplo el cambio del fiscal cuando incurre en incumplimiento de 

funciones, conforme lo regula el Art. 62 del Código Procesal Penal y, la queja 

contra el juez conforme a las normas administrativas disciplinarias. 

 

Para resolver el segundo objetivo de la investigación con la opinión de los 

participantes, se les hizo la pregunta sin ningún tipo de direccionamiento para que 

las respuestas sean lo más espontáneas posibles, en ese sentido, señalaron que 
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son diversas las causas de la dilación indebida del proceso, pero los cinco 

abogados penalistas coincidieron en que, la causa principal de la demora en la 

conclusión de la etapa intermedia es el incumplimiento - o cumplimiento 

defectuoso – de las funciones judiciales por parte de los magistrados, como son la 

falta de control de la actuación de las partes y el señalamiento de fechas muy 

distantes, siendo de suma importancia para este resultado que  los fiscales 

entrevistados han emitido la misma opinión, en otras palabras, hay concordancia 

entre todos los sujetos procesales en considerar al incumplimiento de funciones 

del juez como el factor determinante de la morosidad procesal. Si bien es cierto 

los jueces informantes atribuyeron las dilaciones al incumplimiento las partes, me 

parece que dichas respuestas obedeció más a una suerte de “autodefensa” 

inconsciente, más aún sí la opinión de los abogados y de los fiscales está 

respaldada con los resultados del análisis de los expedientes, pues ésta arroja 

que el juzgado ha señalado fecha de audiencia fuera de los plazos normativos en 

nueve expedientes, o sea en casi todos, y las suspensiones y reprogramaciones 

también han sido programadas fuera de plazos razonables. Ahora bien, durante la 

etapa intermedia la dirección del proceso está a cargo del Juez de Investigación 

Preparatoria, por lo tanto, en términos normales (fuera de los casos de fuerza 

mayor y hecho fortuito) la buena substanciación de dicha etapa y, dentro de ello, 

el respeto de los plazos normativos es responsabilidad de dicho magistrado, he 

ahí la explicación a que los abogados y fiscales opinen atribuyéndole la causa de 

la demora de la conclusión de la etapa. Si bien es cierto el plazo para el 

pronunciamiento fiscal, acusando o no acusando, es atribuible exclusivamente al 

representante del Ministerio Público, y que las audiencias sólo pueden instalarse 

con la presencia de ambas partes, de tal modo que sí una inconcurre ya no será 

posible instalarse la audiencia de control, también es cierto que: a) el juez, como 

director de la etapa intermedia, puede y debe imponer los correctivos apenas el 

fiscal incurra en mora, posibilidad que no tiene la defensa, b) la mayoría de los 

plazos dependen exclusivamente del magistrado, como la fecha de audiencia, las 

nuevas fechas por reprogramación o suspensión de la misma, y de emisión de 

resolución y, c) el juez tiene una serie de facultades para evitar que las audiencias 

se frustren por una potencial inconcurrencia de las partes, tales como los 

apercibimientos y el cambio del abogado “in situ” a tenor de lo dispuesto en el Art. 
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85 Del Código Procesal Penal, y, d) el plazo máximo de la etapa intermedia 

establecido en la norma y que no ha sido respetado en los expedientes 

estudiados, no incluye el plazo para emitir pronunciamiento fiscal. Por lo tanto, se 

ha llegado a establecer que el incumplimiento de las funciones del órgano 

jurisdiccional es una causa determinante, para que no se cumplan los pazos 

normativos durante la etapa intermedia. Lo que estamos sosteniendo en la 

presente discusión está respaldado por el español Angulo D., toda vez que él 

concluye que el problema central en las dilaciones indebidas del proceso penal en 

los países de Latinoamérica no es la cantidad de juzgados si no la capacitación 

de los jueces para que sean eficaces en hacer respetar los derechos de los 

ciudadanos, incluso hace notar que la reacción sintomática de las sociedades 

ante el incremento de los órganos jurisdiccionales es la multiplicación mayor de 

los casos, y mientras más juzgados se creen más casos se originarán y en forma 

desproporcionada. 

 

A pesar de que algunos informantes no se han enfocado debidamente en la 

pregunta relacionada al comportamiento de las partes técnicas del proceso, por 

cuanto la idea era que los participantes precisen únicamente quien cumple con los 

plazos y quien no, sin embargo algunos se han abocado a calificar la calidad 

profesional o el conocimiento que puedan tener del Derecho procesal (lo que no 

fue nuestra intención), como ha ocurrido por ejemplo con los participantes A2, A3, 

F2 y J1, no obstante considero que el objetivo de la investigación se ha logrado, 

toda vez que  los demás sí ha respondido en la misma línea de la pregunta, 

señalando que tanto el abogado como el fiscal incumplen sus deberes procesales, 

atribuyendo mayormente una suerte de inercia o desidia de las partes por falta de 

impulso del proceso pero no mala fe, es gratificante ver que los profesionales 

entrevistados han sido honestos al responder la pregunta, ya que se han 

enrostrado asimismo su falta de cumplimiento, así actuaron A3, A4, F1, F2 y F3, 

lo que dice muy bien de ellos y, en efecto, en la tabla de análisis de los 

expedientes vemos que de todos los procesos en tres el fiscal ha acusado fuera 

del plazo legal, y la audiencia de control se ha suspendido o reprogramado a  

causa de ambas partes en dos procesos y a causa del abogado en dos procesos 

más. Con lo cual se advierte que las partes procesales han coadyuvado a la 
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dilación de la etapa intermedia. Esta actuación defectuosa no tiene la 

trascendencia que sí ocurre con el factor judicial, primero, por lo cuantificable por 

cuanto los casos de dilatación son realmente pocos en relación al número de 

diligencias y de expedientes estudiados, y segundo, por la incidencia, toda vez 

que si bien es cierto las partes generaron la mora procesal, también es cierto que 

ello pudo ser controlado por el magistrado, quien pudo tomar medidas a fin de que 

el incumplimiento de las partes no llegue a afectar severamente, como por 

ejemplo señalar la nueva fecha de diligencia de inmediato, disponer la 

subrogación de la parte incumplidora en la misma audiencia, etc. Lo investigado 

por el suscrito guarda relación con los resultados de la investigación de Leva, 

quien atribuye ello a la falta o carencia de recursos humanos y de recursos 

materiales en el Ministerio Público, por eso su enfoque fue dirigido a dicha 

institución, aunque considero que dicha investigación fue un poco tibia en la 

medida que se abocó a los aspectos meramente materiales como la cantidad de 

fiscales y al aspecto logístico, dejando de lado el factor profesional o personal, es 

así que entra en franca contradicción con el trabajo de Angulo García, que 

sostiene que aumentar la  cantidad de funcionarios no resuelve el problema de la 

morosidad del proceso penal, con quien estoy de acuerdo. 

 

Definitivamente se ha comprobado que la etapa intermedia en Tumbes durante el 

bienio 20717 – 2018 ha tenido una duración excesiva, así lo admitieron todos los 

entrevistados  y se observa en el análisis de los expedientes judiciales al final de 

cada cuadro, porque no se ha satisfecho los plazos para fijar fecha de audiencia, 

de igual modo cuando se ha reprogramado la diligencia tampoco se ha respetado 

un plazo moderado, y menos cuando se ha suspendido la misma por cualquiera 

razón, y sumados todos los plazos se advierte que el plazo total de la etapa sale 

de los marcos legales, siendo el factor determinante que el juez no se ha sujetado 

a lo prescrito por la noma, regulación que es clara y suficiente, pero de algún 

modo influyeron las partes para se produzca dicha distorsión del tiempo. Los 

resultados obtenidos guardan relación con las investigaciones realizadas por 

Callo M., Muñoz O., Leva y Angulo, existiendo concordancia entre todos en el 

sentido de  que en ninguna de las realidades investigadas se ha respetado el 

plazo legal para la substanciación de los procesos penales; pero es necesario 
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aclarar que en la investigación del suscrito se comprendió a los tres estamentos 

(abogados, jueces y fiscales), y con ello las conclusiones de este trabajo tienen 

mayor envergadura.  

V.- CONCLUSIONES. 

 
 
PRIMERA.- Si bien es cierto que existe en el Perú una cultura reglamentarista y, 

muchas veces ante problemas prácticos en la realidad procesal penal  lo primero 

que se busca es modificar la norma pertinente, en la presente investigación se ha 

demostrado que los plazos de la etapa intermedia se encuentran debidamente 

regulados por el Código Procesal Penal (2004), por lo menos para los actos 

procesales más importantes como son: el pronunciamiento fiscal luego de 

concluida la investigación preparatoria, la audiencia de control de acusación, la 

continuación de la misma en el caso que se haga necesario más de una sesión, la 

emisión de la resolución judicial que da por terminada la etapa, y el plazo general 

de dicha etapa a partir de la acusación fiscal o requerimiento de sobreseimiento, 

por ende la normatividad vigente es suficiente y clara, consecuentemente no 

constituye un factor que determine la dilación indebida del proceso penal en la 

etapa objeto de estudio.  

 
SEGUNDA.-  Durante la investigación ejecutada he determinado, que, la causa 

primordial de la dilación indebida de la etapa intermedia en Tumbes, durante el 

bienio 2017 – 2018, estuvo en los Juzgados de Investigación Preparatoria, por el 

constante incumplimiento de las normas que regulan los plazos de los diferentes 

actos procesales, lo que – como dije -  fue gravitante para la duración excesiva de 

la etapa procesal objeto del trabajo; sin embargo, también se ha llegado a 

conocer que tanto los abogados cuanto los fiscales han coadyuvado a que esto 

ocurra, con sus inasistencias a algunas audiencias y, además el fiscal emitiendo 

requerimiento en algunos casos después de vencidos los plazos que establece la 

ley.  

 

TERCERA.-  El plazo razonable es un Derecho Fundamental porque está 

reconocido en la Constitución Política del Estado como tal, pero también es un 

Derecho Humano por haberlo acogido los Tratados Internacionales sobre la 
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materia, este derecho no siempre es plano o lato, pues muchas veces debe 

apreciarse en cada caso concreto según sus propias  características, pero de no 

haber circunstancias especiales que amerite una evaluación específica, el plazo 

razonable debe ser homologado al plazo legal, lo que ha ocurrido en los casos 

analizados en la investigación que respalda esta tesis, toda vez que no se ha 

apreciado en ningún expediente circunstancias que permita diferenciar el plazo 

razonable del legal. Los procesos analizados no han caminado acorde con los 

fundamentos del proceso penal desarrollado en el marco teórico, 

consecuentemente estamos en condición de concluir que en la substanciación de 

los expedientes objeto de este trabajo no se ha respetado el plazo razonable.  

 

I. RECOMENDACIONES. 

 
1.- Es conveniente que  los maestristas de las siguientes promociones de nuestra 

casa de estudios, y patentemente las comisiones académicas, tanto del Poder 

Judicial cuanto del Ministerio Público, hagan una nueva investigación científica 

para determinar por qué los juzgados de investigación de Tumbes en el bienio 

delimitado, han sustanciado los actos procesales desentonando con los plazos 

legales y afectando el plazo razonable, indagando por ejemplo sobre los 

reglamentos de funcionamiento del módulo penal, sobre el sistema de 

notificaciones, el manejo y señalamiento de audiencias, la dinámica de trabajo y 

organización del personal, etc., sincerando la efectividad de los servicios 

judiciales. 

 

 

2.- Uno de los aspectos en los que se deberían incidir es en la capacitación de 

magistrados, fiscales y abogados, he ahí una gran responsabilidad de las 

Universidades y sus Facultades de Derecho, la Academia de la Magistratura, el 

PROFA y otros entes encargados de capacitarlos, incidiendo en el juez, pero en 

asuntos que sirva realmente a la mejor impartición de justicia no en temas 

abstractos o gaseosos, pues muchas veces la ineficacia se suele justificar 

indebidamente con el argumento la carga procesal existente, o con la falta de 

recursos para así esconder la real causa del problema, he ahí que recomiendo a 
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las autoridades del más alto nivel de los entes mencionados que se preocupen 

con mayor énfasis en las capacitaciones antes indicadas.   
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                          Matriz de categorización apriorística 

 

Ámbito 
temático 

Problem
a 

Pregunta 
Objetivo 
general 

Objetivos 
específicos 

Categorías 
Sub 

categoría
s 

Geográfic
o: Corte 
Superior 

de 
Tumbes. 

La etapa 
intermedi
a del 
proceso 
penal en 
Tumbes 
tiene una 
duración 
excesiva
, lo que 
con el 
tiempo 
puede 
generar 
el 
colapso 
de la 
carga 
procesal 
y una 
crisis 
jurídica y 
social. 

¿Cuáles 
son los 
factores 
que 
determina
n la 
excesiva 
duración 
de la 
etapa 
intermedi
a en los 
procesos 
penales 
en 
Tumbes, 
durante el 
bienio 
2017 - 
2018? 

Determin
ar las 
razones 
por las 
cuales la 
etapa 
intermedi
a del 
proceso 
penal 
tuvo una 
duración 
excesiva, 
en el 
Poder 
Judicial 
de 
Tumbes 
durante 
el bienio 
2017 - 
2018 
 

Determinar 
si las 
normas 
que 
regulan los 
plazos de 
la etapa 
intermedia 
son 
suficientes 

Normas 
que 
regulan los 
plazos de 
la etapa 
intermedia. 

Código 
Procesal 
Penal 
(2004). 
Arts. 
344.1, 
345.3, 
346.1, 
346.5, 
350.1, 
351.1, y 
351.4. 

Determinar 
si el Juez 
de 
Investigaci
ón 
Preparatori
a cumple 
con los 
plazos 
normativos
.  

Obligacion
es del Juez 

de 
Investigaci

ón 
Preparatori

a 

Citación a 
audiencia. 
Instalació
n de 
audiencia. 
Emisión 
de 
resolución 
final 
dentro de 
los plazos 
normativo
s, o fuera 
de ellos. 
 

Conocer si 
las partes 
técnicas 
cumplen 
con sus 
deberes. 

Deberes 
de las 
partes 
técnicas. 

Acusaci
ón y 
plazo 
legal. 
 
Asistenci
a a 
audienci
a de 
ambos. 

 
Temporal: bienio 2017 – 2018. 

 

 

 



  

 
 

GUÍA DE ENTREVISTA A ABOGADOS, FISCALES Y JUECES 

 

 

                  

 ENTREVISTA A ABOGADOS, FISCALES Y JUECES 

 

La presente entrevista está dirigida a Jueces de Investigación Preparatoria, a los 

Fiscales Provinciales  y Adjuntos Provinciales de las Fiscalías Penales 

Corporativas y Especializadas de Tumbes, así como a los abogados penalistas de 

Tumbes, en el marco del trabajo de investigación que viene realizando el alumno 

de la Escuela de Posgrado de la Universidad César Vallejo, Julio Castañeda Díaz, 

cuya tesis se titula “Razones que Determinan la Excesiva Demora para Concluir la 

Etapa Intermedia en Tumbes el año 2018”, con el fin de obtener el grado de 

Maestro en Derecho Penal y Procesal Penal, .     

Este instrumento tiene como objetivo conocer cuáles son las razones que 

determinan la demora excesiva de la conclusión de la etapa intermedia del 

proceso penal, en el Poder Judicial de Tumbes, el año 2018. 

El entrevistado responderá las preguntas en forma libre y voluntaria, explicando 

sucintamente cada una de sus respuestas, respetando el orden de las preguntas, 

procurando proporcionar información de calidad.  

Cuando una pregunta hace alusión a la función se refiere al cargo que ocupa el 

entrevistado, y cuando hace alusión al rol se refiere al papel que le ha tocado 

cumplir en el proceso penal. 

La identidad de los entrevistados se mantendrá en el anonimato en el informe final 

por tener la investigación fines exclusivamente académicos.  

 

 



  

 
 

PREGUNTAS 

 

1.- ¿Cuánto tiempo de experiencia tiene usted laborando acorde al 

Código  Procesal Penal 2004? y ¿Cuál es la función que desempeña? 

 

2.- Conforme a su experiencia ¿la conclusión de la etapa intermedia en los 

procesos penales del Distrito Judicial de Tumbes se lleva a cabo según los plazos 

establecidos en la ley? 

 

3.- ¿Cuál cree usted que es  la causa principal por la que se dilata la conclusión 

de la etapa intermedia en algunos procesos penales? 

 

4.- ¿Considera usted que las normas que regulan los plazos de la etapa 

intermedia son suficientes y claras para una conclusión oportuna? Si su respuesta 

es negativa, señale qué es lo que debe modificarse o implementarse. 

 

5.- ¿Tiene usted conocimiento sobre planteamientos doctrinarios y 

jurisprudenciales relacionados a la duración de la etapa intermedia? De ser 

afirmativa su respuesta, por favor señale cuáles son. 

 

6.- ¿Cómo calificaría usted la conducta procesal de los demás sujetos procesales 

en cuanto a la substanciación de la etapa intermedia y la realización de la 

audiencia de control? 

 

 

             Abril - Mayo 2020 

 

       

 

 

 

 



  

 
 

VALIDACIÓN DE GUÍA DE ENTREVISTA  

 

EIDAN VALDEMAR OLLUA RUIZ, abogado especialista en Derecho Penal y 

Procesal Penal, actualmente ejerciendo funciones de Fiscal Provincial (P) Penal 

Titular, en el Distrito Fiscal de Tumbes he revisado la guía de entrevista para 

abogados, fiscales y jueces, elaborada por el abogado Julio César CASTAÑEDA 

DÍAZ, con motivo de la investigación que viene realizando para obtener el grado 

de Magister en Derecho Penal y Procesal Penal por la Universidad César Vallejo 

de Trujillo, guía que tiene el siguiente texto: 

                 “ENTREVISTA A ABOGADOS, FISCALES Y JUECES” 

 “La presente entrevista está dirigida a Jueces de Investigación Preparatoria, a los Fiscales 

Provinciales y Adjuntos Provinciales de las Fiscalías Penales Corporativas y Especializadas de 

Tumbes, así como a los abogados penalistas de Tumbes, en el marco del trabajo de investigación 

que viene realizando el alumno de la Escuela de Posgrado de la Universidad César Vallejo, Julio 

Castañeda Díaz, cuya tesis se titula “Razones que Determinan la Excesiva Duración de la Etapa 

Intermedia en Tumbes el bienio 2017 - 2018”, con el fin de obtener el grado de Maestro en 

Derecho Penal y Procesal Pena . 

Este instrumento tiene como objetivo conocer cuáles son las razones que determinan la demora 

excesiva de la conclusión de la etapa intermedia del proceso penal, en el Poder Judicial de 

Tumbes, el año 2018. 

El entrevistado responderá las preguntas en forma libre y voluntaria, explicando sucintamente 

cada una de sus respuestas, respetando el orden de las preguntas, procurando proporcionar 

información de calidad.  

Cuando una pregunta hace alusión a la función se refiere al cargo que ocupa el entrevistado, y 

cuando hace alusión al rol  se refiere al papel que le ha tocado cumplir en el proceso penal. La 

identidad de los entrevistados se mantendrá en el anonimato en el informe final por tener la 

investigación fines exclusivamente académicos.  

 



  

 
 

PREGUNTAS 

 

1.- ¿Cuánto tiempo de experiencia tiene usted laborando acorde al Código Procesal Penal 2004? y 

¿Cuál es la función que desempeña? 

2.- Conforme a su experiencia ¿la conclusión de la etapa intermedia en los procesos penales del 

Distrito Judicial de Tumbes se lleva a cabo según los plazos establecidos en la ley?  

3.- ¿Cuál cree usted que es la causa principal por la que se dilata la conclusión de la etapa 

intermedia en algunos procesos penales?  

4.- ¿Considera usted que las normas que regulan los plazos de la etapa intermedia son suficientes 

y claras para una conclusión oportuna?  

5.-¿Tiene usted conocimiento sobre planteamientos doctrinarios y jurisprudenciales relacionados a 

la duración de la etapa intermedia? 

6.- ¿Cómo calificaría usted la conducta procesal de los demás sujetos procesales en cuanto a la 

substanciación de la etapa intermedia y la realización de la audiencia de control?”. 

Lo encuentro conforme, pues las preguntas son adecuadas y pertinentes en    

relación al título de su tesis, la naturaleza del tema que aborda y la materia 

jurídica.             

 Abril, 2020.  

 

 

 

 

 

 



  

 
 

 

 



  

 
 

ENTREVISTAS REALIZADAS A ABOGADOS, FISCALES Y JUECES 

 

ABOGADOS. 

 

A.1.c. 

 

 



  

 
 

A.1.e. 

 

1.- ¿Cuánto tiempo de experiencia tiene usted laborando acorde al 

Código Procesal Penal 2004? y ¿Cuál es la función que desempeña? 

 

Desde el año 2014 me desempeñé como sesigra en el Ministerio Público, luego 

desde el 2015 hasta el 2016 trabajé como asistente en un estudio jurídico, desde 

el 2016 a mayo de 2019 me desempeñé como abogado litigante en el área penal 

y desde mayo de 2019 a la fecha me desempeño como Defensor Público en el 

área Penal.  

 

2.- Conforme a su experiencia ¿la conclusión de la etapa intermedia en los 

procesos penales del Distrito Judicial de Tumbes se lleva a cabo según los plazos 

establecidos en la ley? 

 

Casi nunca, cuando hay procesos con presos preventivos, es tal vez más célere 

el trámite, pero aun así no se cumple los plazos que sí están fijados en la norma 

procesal, asimismo cuando no existen presos preventivos, no solo hay inercia del 

fiscal sino del despacho jurisdiccional. Todo ello atenta contra el plazo razonable.  

 

3.- ¿Cuál cree usted que es  la causa principal por la que se dilata la conclusión 

de la etapa intermedia en algunos procesos penales?. 

 

Considero que una de las razones fundamentales es que el Juez no ejerce el 

poder que le da la norma procesal, porque lo que sucede en el común de los 

casos es que el fiscal concluye la investigación preparatoria por decisión propia o 

cuando el Juez le ordena como consecuencia de un control de plazo, pero no 

emite su requerimiento que corresponde. Tal vez la responsabilidad funcional que 

acarrea conforme lo señala el código procesal en el artículo 351°, no es del todo 

coercitiva de tal forma que se sancione efectivamente al fiscal que incurre en ello. 



  

 
 

Pero también sucede, que habiendo emitido el requerimiento fiscal, tardía u 

oportunamente, el despacho judicial demora en la fijación de la audiencia de 

control de acusación en los plazos que fija la norma procesal en el artículo 351°. 

Podemos atribuir este hecho a la “carga procesal” que afrontan los despachos, 

pero que ello sin duda lesiona el derecho a ser juzgado en un plazo razonable.  

 

4.- ¿Considera usted que las normas que regulan los plazos de la etapa 

intermedia son suficientes y claras para una conclusión oportuna? Si su respuesta 

es negativa, señale qué es lo que debe modificarse o implementarse. 

 

Considero que se debe implementar un mecanismo para que las partes hagan un 

control del plazo excesivo de la etapa intermedia, tal como se regula para la 

investigación preparatoria, porque en la actualidad ante la inercia, tanto del fiscal 

como del juez de la investigación preparatoria, los abogados no tenemos 

mecanismos a fin de que se corrija dicha inercia. 

 

En el caso que la demora sea atribuible al juez, el control lo debería realizar un 

juez Superior que podría ser de la sala Penal, porque no puede ser el mismo juez 

que resuelva un pedido de control de plazo. 

 

5.- ¿Tiene usted conocimiento sobre planteamientos doctrinarios y 

jurisprudenciales relacionados a la duración de la etapa intermedia? De ser 

afirmativa su respuesta, por favor señale cuáles son. 

 

A nivel nacional no ha habido pronunciamientos sobre este tema. 

 

6.- ¿Cómo calificaría usted la conducta procesal de los demás sujetos procesales 

en cuanto a la substanciación de la etapa intermedia y la realización de la 

audiencia de control? 

 

Respecto al Ministerio Público y el Juez, considero que en la mayoría de los 

casos existe inercia, con procesos en los que la etapa intermedia a que solo es 

una etapa tamiz del proceso, en muchas ocasiones es la que más demora. 



  

 
 

Con relación a los abogados, a la fecha no existe un mecanismo procesal con el 

cual podamos cuestionar esta inercia tanto del fiscal como del Juez, por lo que se 

hace necesario una modificatoria en ese sentido. 

 

 

             Mayo 2020 

A.2.c. 

 

 

 

 

 



  

 
 

A.2.e. 

 

ENTREVISTA 

 

1.- ¿Cuánto tiempo de experiencia tiene usted laborando acorde al 

Código  Procesal Penal 2004? y ¿Cuál es la función que desempeña? 

 

Cuento con 9 años de experiencia como abogado litigante, en estos momentos 

me encuentro laborando en el Estudio Jurídico Castañeda y Castañeda. La 

función que desempeño es abogado defensor privado. 

 

2.- Conforme a su experiencia ¿la conclusión de la etapa intermedia en los 

procesos penales del Distrito Judicial de Tumbes se lleva a cabo según los plazos 

legales establecidos por ley? 

 

Los plazos en la etapa intermedia no se cumplen a cabalidad en esta sede 

jurisdiccional de Tumbes. 

 

3.- ¿Cuál cree usted que es  la causa principal por la que se dilata la conclusión 

de la etapa intermedia en algunos procesos penales? 

 

Son muchos, pero para mí, el principal motivo que no se llegue a culminar esta 

etapa, es la demora del juzgado en tramitar el proceso. 

 

4.- ¿Considera usted que las normas que regulan la duración de la etapa 

intermedia son suficientes y claras para una conclusión oportuna? Si su respuesta 

es negativa, señale qué es lo debe modificarse o implementarse. 



  

 
 

Las normas estipuladas en la etapa intermedia son claras y precisas, pero no se 

cumplen a cabalidad, el Juez debería ser estricto en el control y en el 

cumplimiento de las mismas. 

 

5.- ¿Tiene usted conocimiento en cuanto a planteamientos doctrinarios y 

jurisprudencia relacionada a la duración de la etapa intermedia? De ser afirmativa 

su respuesta, por favor señale cuáles son. 

 

No hay en forma específica. 

 

6.- ¿Cómo calificaría usted la conducta procesal de los demás sujetos procesales 

en cuanto a la substanciación de la etapa intermedia y la realización de la 

audiencia de control? 

 

Particularmente pienso que la actuación del representante del Ministerio Público 

es MUY MALA. 

 

             Mayo 2020 

 

    

 

 

   

 

 

 

 

 

A.3.c. 



  

 
 

 

 

A.3.e. 



  

 
 

 

1.- ¿Cuánto tiempo de experiencia tiene usted laborando acorde al 

Código Procesal Penal 2004? y ¿Cuál es la función que desempeña? 

 

 Mi experiencia como abogado es de 11 años con el código procesal penal, 

debido a que en tumbes entro en vigencia en abril del año 2009.  

 Me desempeño como Abogado independiente en el departamento de Tumbes. 

Con más de12 años de experiencia. 

 

2.- Conforme a su experiencia ¿la conclusión de la etapa intermedia en los 

procesos penales del Distrito Judicial de Tumbes se lleva a cabo según los plazos 

establecidos en la ley? 

 

No se respeta los plazos. Hay casos que pasan de 1 año 

 

3.- ¿Cuál cree usted que es la causa principal por la que se dilata la conclusión de 

la etapa intermedia en algunos procesos penales? 

 

Para mi opinión son varias las causas, una es que los abogados como son casos 

donde hay varios imputados no asisten a las diligencias, y se reprograman. 

Segundo punto es que los fiscales en todos los procesos acusan y después no se 

abastecen en las audiencias y solicitan reprogramación de proceso y no hacen un 

filtro o control adecuado de su proceso.  

Y como principal causa es los jueces no tienen la capacidad y determinación para 

realizar un adecuado proceso. 

 

 



  

 
 

4.- ¿Considera usted que las normas que regulan los plazos de la etapa 

intermedia son suficientes y claras para una conclusión oportuna? Si su respuesta 

es negativa, señale qué es lo que debe modificarse o implementarse. 

 

No son suficientes. Se tendría que ampliar los plazos y realizarse en varias 

audiencias y funcione como un filtro.   

 

5.- ¿Tiene usted conocimiento sobre planteamientos doctrinarios y 

jurisprudenciales relacionados a la duración de la etapa intermedia? De ser 

afirmativa su respuesta, por favor señale cuáles son. 

 

No hay. 

 

6.- ¿Cómo calificaría usted la conducta procesal de los demás sujetos procesales 

en cuanto a la substanciación de la etapa intermedia y la realización de la 

audiencia de control? 

 

Pésima. Primero en muchos casos el fiscal solo acusa por acusar, segundo los 

abogados no observan la acusaciones formales ni sustanciales, y por último el 

juez tampoco cumple con su función garantista y solo pasa los juicios. 

 

 

 

             Mayo  2020 

  

 

 

 

 

 

 



  

 
 

A.4.c. 

 

 



  

 
 

A.4.e. 

 

1.- ¿Cuánto tiempo de experiencia tiene usted laborando acorde al 

Código  Procesal Penal 2004? y ¿Cuál es la función que desempeña? 

 

- Laborando con la aplicación del Condigo Procesal Penal 2004, llevo 10 años, 

actualmente me desempeño como abogado penalista particular  

 

2.- Conforme a su experiencia ¿la conclusión de la etapa intermedia en los 

procesos penales del Distrito Judicial de Tumbes se lleva a cabo según los plazos 

establecidos en la ley? 

 

- En mi experiencia laboral, la etapa intermedia en la sede judicial de Tumbes, no 

se lleva a cabo dentro un plazo razonable, y en algunos casos se retrasan hasta 

más de 01 año, lo cual perjudica la situación jurídica de los procesados.   

 

3.- ¿Cuál cree usted que es la causa principal por la que se dilata la conclusión de 

la etapa intermedia en algunos procesos penales? 

 

- Excesiva carga procesal, reducido número de Juzgado de Investigación 

Preparatoria, Judicialización sin criterio razonable y jurídico por parte del 

Ministerio Público de las denuncias, conductas dilatorias de abogados que 

pretenden dilatar el proceso.    

 

4.- ¿Considera usted que las normas que regulan los plazos de la etapa 

intermedia son suficientes y claras para una conclusión oportuna? Si su respuesta 

es negativa, señale qué es lo que debe modificarse o implementarse. 

 



  

 
 

- Son insuficientes, considero que existe un vacío respecto del momento en que 

se instala la audiencia de control, ya sea de acusación y o de sobreseimientos, 

dado que es aquí donde no existe un plazo regulado, y es aquí donde se presenta 

el mayor problema que entorpece la conclusión de la etapa intermedia; en el caso 

de los 15 días para formular el requerimiento fiscal y los 10 días para correr 

traslados, sirven como límite de tiempo. 

 

5.- ¿Tiene usted conocimiento sobre planteamientos doctrinarios y 

jurisprudenciales relacionados a la duración de la etapa intermedia? De ser 

afirmativa su respuesta, por favor señale cuáles son. 

 

- No, sin embargo, tengo conocimiento que, en México, existe la figura de un 

sobreseimiento tácito, en donde transcurrido los 15 días, para que el Fiscal 

formule su requerimiento de acusación -de ser el caso- y al no haber sido 

presentado el mismo, se aplicará se entenderá el sobreseimiento de la causa, 

como si fuera la aplicación de un silencio administrativo.  

 

6.- ¿Cómo calificaría usted la conducta procesal de los demás sujetos procesales 

en cuanto a la substanciación de la etapa intermedia y la realización de la 

audiencia de control?. 

 

- De los colegas litigantes, sus pretensiones son antagónicas con respecto de los 

del Ministerio Público, de ahí que hasta cierto punto son entendibles como parte 

de su estrategia que dilaten la conclusión de esta etapa.  

 

             Abril - Mayo 2020 

 

 

 

 

 



  

 
 

A.5.c. 

 

 



  

 
 

A.5.e. 

 

1.- ¿Cuánto tiempo de experiencia tiene usted laborando acorde al 

Código Procesal Penal 2004? y ¿Cuál es la función que desempeña? 

Laboré desde el 2011-2014 como Asistente Jurisdiccional en la Sala Penal de 

Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de Tumbes. 

Asistente en Función Fiscal 2014-2015 Distrito Fiscal de Tumbes. 

Fiscal Adjunta Provincial Penal en el Distrito Fiscal de Tumbes desde el año 2015-

2017. 

Desempeñó la función Abogado en la defensa libre desde el año 2018 hasta la 

fecha. 

2.- Conforme a su experiencia ¿la conclusión de la etapa intermedia en los 

procesos penales del Distrito Judicial de Tumbes se lleva a cabo según los plazos 

establecidos en la ley? 

Ninguno de los procesos en los que he participado de la etapa intermedia, se han 

realizado dentro del plazo que se ha establecido en el Código Penal. 

3.- ¿Cuál cree usted que es la causa principal por la que se dilata la conclusión de 

la etapa intermedia en algunos procesos penales? 

La excesiva carga judicial, hace que las programaciones de audiencia se realicen 

fuera de los plazos legales, teniendo los justiciables que sujetarse a la agenda 

que ostenta el juzgado. 

Pocos juzgados especializados, especialistas con poca o inexistente experiencia. 

 

Inexistencia de un Sistema Integrado Judicial que les permita controlar plazos a 

los especialistas judiciales y al juez. 

 

4.- ¿Considera usted que las normas que regulan los plazos de la etapa 

intermedia son suficientes y claras para una conclusión oportuna? Si su respuesta 

es negativa, señale qué es lo que debe modificarse o implementarse. | 



  

 
 

Considero que los plazos son suficientes y claros, el problema de no cumplir con 

ese plazo atañe a la carga excesiva que ostenta el poder judicial, que hace que 

los procesos en la etapa intermedia duren más de un año estancados en los 

juzgados penales. 

5.- ¿Tiene usted conocimiento sobre planteamientos doctrinarios y 

jurisprudenciales relacionados a la duración de la etapa intermedia? De ser 

afirmativa su respuesta, por favor señale cuáles son. 

Desconozco si existe algún planteamiento doctrinario o jurisprudencial respecto a 

la duración de la etapa intermedia. 

 

6.- ¿Cómo calificaría usted la conducta procesal de los demás sujetos procesales 

en cuanto a la substanciación de la etapa intermedia y la realización de la 

audiencia de control? 

Respecto a la tramitación que efectúan las partes procesales, se puede colegir 

que el Juez; Se limita a llevar las audiencias que son señaladas por los 

especialistas, conforme al espacio de la agenda, considero que el juez solo 

espera a llegar a su audiencia de control de acusación o sobreseimiento de ser el 

caso, la conducta que desempeña es la inoportuna, atendiendo que debería ser 

más participativo de la carga que se le asignado y buscar que se respeten los 

plazos o por lo menos que no se extiendan demasiado. 

 

 Ministerio Público, solo presenta su Requerimiento de Acusación sin darle el 

impulso correspondiente, esto es solicitar al juzgado que, dentro del plazo legal, 

esto es el de 10 días corra traslado a las partes y luego de igual forma dentro del 

plazo de ley, señale fecha para audiencia, no existe mayor importancia por parte 

de la Fiscalía para que se respete el cumplimiento del plazo legal, siendo inactiva 

su participación en el impulso procesal en esta etapa. 

 

             Abril - Mayo 2020 

 

 

 



  

 
 

 

F.1.c. 

 



  

 
 

F.1.e. 

 

 

1.- ¿Cuánto tiempo de experiencia tiene usted laborando acorde al 

Código  Procesal Penal 2004? y ¿Cuál es la función que desempeña? 

08 años. Actualmente me desempeño como Fiscal Provincial Penal 

 

2.- Conforme a su experiencia ¿la conclusión de la etapa intermedia en los 

procesos penales del Distrito Judicial de Tumbes se lleva a cabo según los plazos 

establecidos en la ley? 

No. 

 

3.- ¿Cuál cree usted que es la causa principal por la que se dilata la conclusión de 

la etapa intermedia en algunos procesos penales? 

Por a la sobrecarga procesal, los errores en las notificaciones, y por los criterios 

para resolver los requerimientos mixtos por parte del órgano jurisdiccional  

 

4.- ¿Considera usted que las normas que regulan los plazos de la etapa 

intermedia son suficientes y claras para una conclusión oportuna? Si su respuesta 

es negativa, señale qué es lo que debe modificarse o implementarse. 

Sí. 

 

5.- ¿Tiene usted conocimiento sobre planteamientos doctrinarios y 

jurisprudenciales relacionados a la duración de la etapa intermedia? De ser 

afirmativa su respuesta, por favor señale cuáles son. 

No. 

 

6.- ¿Cómo calificaría usted la conducta procesal de los demás sujetos procesales 

en cuanto a la substanciación de la etapa intermedia y la realización de la 

audiencia de control? 



  

 
 

La conducta de los sujetos procesales, diferente a la del juez, es pasiva, en el 

sentido de que no generan impulso procesal a fin de que esta se realice dentro de 

los plazos establecidos en el CPP. 

 

           Mayo 2020 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



  

 
 

F.2.c. 

 

 



  

 
 

F.2.e. 

 

1.- ¿Cuánto tiempo de experiencia tiene usted laborando acorde al 

Código  Procesal Penal 2004? y ¿Cuál es la función que desempeña? 

Rpta.  desde el año 2006, en Trujillo, cuando me  desempeñaba como Defensor 

Público, en la actualidad, soy Fiscal Adjunto  Provincial Titular en Tumbes , 

aplicando el NCPP 2004. 

 

2.- Conforme a su experiencia ¿la conclusión de la etapa intermedia en los 

procesos penales del Distrito Judicial de Tumbes se lleva a cabo según los plazos 

establecidos en la ley? 

Rpta. Hay que señalar que la etapa intermedia empieza desde la conclusión de la 

investigación (art. 343)  hasta su  conclusión cuando se dicta el  auto de 

enjuiciamiento ( art. 353), cuando el juez resuelve todas las incidencias en la la 

audiencia de control de la  acusación y pasa a juicio; o cuando resuelve el 

sobreseimiento ( art. 347). 

Considero que no se concluye la etapa intermedia en los plazos establecido en la 

ley, en caso del sobreseimiento art. 345 y 346, y en caso de la acusación art. 351 

y 352 en el distrito de Tumbes. 

 

3.- ¿Cuál cree usted que es  la causa principal por la que se dilata la conclusión 

de la etapa intermedia en algunos procesos penales? 

Rpta. creo las principales serían, la devoluciones de acusaciones varias veces; no 

se instalan las audiencia por inconciencia del abogado, o del fiscal y a veces del 

juez; falta de estudio del caso cuando hay reemplazo del fiscal o abogado; 

demasiada carga de audiencias; otro seria como por ejemplo, en casos que el 

juez dispone plazo suplementario (art. 346 inc. 5) en un sobreseimiento, y le 

otorga un plazo al fiscal, no hay un control sobre este plazo ( se podría plantear 

control de plazo,  si ya se concluyó la investigación?, como se podría controlar 



  

 
 

este plazo que dio el juez?), creo estas serían las causas principales desde mi 

punto de vista. 

 

4.- ¿Considera usted que las normas que regulan los plazos de la etapa 

intermedia son suficientes y claras para una conclusión oportuna? Si su respuesta 

es negativa, señale qué es lo que debe modificarse o implementarse. 

Rpta. Creo que si son suficientes, ya que en dicha etapa no hay actuación 

probatoria, se trata se un control de lo que se hizo y si hay para pasar a juicio o se 

archiva con sobreseimiento, lo que no demandaría mucho más plazos, además 

existe plazos para casos complejos, considero que son suficientes 

 

5.- ¿Tiene usted conocimiento sobre planteamientos doctrinarios y 

jurisprudenciales relacionados a la duración de la etapa intermedia? De ser 

afirmativa su respuesta, por favor señale cuáles son. 

 

Rpta. No hay jurisprudencia, bueno no he leído uno que establezcan sobre el 

plazo de la etapa intermedia, los deja a criterio el juez y según la naturaleza del 

caso, en la doctrina peruana existe dos libros del Prof Del Rio Labarhte y de 

Castañeda Iberico, quienes no señala cual sería el plazo de la etapa intermedia 

en concreto. 

 

6.- ¿Cómo calificaría usted la conducta procesal de los demás sujetos procesales 

en cuanto a la substanciación de la etapa intermedia y la realización de la 

audiencia de control? 

Rpta. Falta de conocimiento NCPP, falta de conocimiento del caso, muchas 

improvisaciones. 

 

 

             Abril - Mayo 2020 

 

 

 



  

 
 

F.3.c. 

 

 



  

 
 

F.3.e. 

 

1.- ¿Cuánto tiempo de experiencia tiene usted laborando acorde al 

Código  Procesal Penal 2004? y ¿Cuál es la función que desempeña? 

 

Con el Código  Procesal Penal del 2004, vengo laborando desde el año 2010 en 

el Ministerio Público (Distrito Fiscal de La Libertad y el Santa). Y actualmente, me 

desempeño como Fiscal Adjunta Provincial de la Fiscalía Provincial Corporativa 

Especializada en Delitos de Corrupción de Tumbes, desde setiembre del año 

2015. 

 

2.- Conforme a su experiencia ¿la conclusión de la etapa intermedia en los 

procesos penales del Distrito Judicial de Tumbes se lleva a cabo según los plazos 

establecidos en la ley? 

Dada mi experiencia, como Fiscal Adjunta de la FPCEDCF de Tumbes adscrita  a 

la FPCEDCT, y al tener a mi cargo una serie de procesos; es evidente que el 

órgano jurisdiccional en la ciudad de Tumbes, no cumple estrictamente con los 

plazos estipulados en la etapa intermedia. 

 

3.- ¿Cuál cree usted que es  la causa principal por la que se dilata la conclusión 

de la etapa intermedia en algunos procesos penales? 

Considero que una de las causas principales para la demora de la conclusión de 

la etapa intermedia, es el tiempo en demasía que tarda el órgano jurisdiccional 

para convocar e instalar las audiencias y la emisión y notificación de los autos de 

enjuiciamiento.  

 

4.- ¿Considera usted que las normas que regulan los plazos de la etapa 

intermedia son suficientes y claras para una conclusión oportuna? Si su respuesta 

es negativa, señale qué es lo que debe modificarse o implementarse. 



  

 
 

Considero que los plazos sin son claros, no obstante, debería precisarse el plazo 

para notificar la acusación y el auto de enjuiciamiento. 

 

5.- ¿Tiene usted conocimiento sobre planteamientos doctrinarios y 

jurisprudenciales relacionados a la duración de la etapa intermedia? De ser 

afirmativa su respuesta, por favor señale cuáles son. 

Al respecto, tengo conocimiento que algunos doctrinarios señalan que existe una 

confusión en relación al plazo establecido por el art. 352 inciso 1 y el artículo 353 

inciso 1 del CPP, sobre las decisiones adoptadas en la Audiencia y la emisión del 

auto de enjuiciamiento. De igual modo, existe una problemática, e relación a las 

subsanaciones requeridas al Ministerio Público. De otro lado, la Corte Suprema 

en ha emitido la Casación 247-2018, Áncash, que establece los requisitos de la 

acusación fiscal. 

 

6.- ¿Cómo calificaría usted la conducta procesal de los demás sujetos procesales 

en cuanto a la substanciación de la etapa intermedia y la realización de la 

audiencia de control? 

No es muy buena, dado que algunos casos existen defensas dilatorias que 

buscan impedir que se instalen las audiencias, en otros casos el Fiscal no cumple 

con subsanar los requerimientos acusatorios en el plazo estipulado; así como la 

falta de destreza para poder esquematizar o resumir las acusaciones que se 

debaten, mayormente por falta de preparación. A ello, se suma las dilaciones que 

provoca el propio órgano jurisdiccional, al no hacer efectivo los apremios para 

instalar las audiencias, no realizar un verdadero control de las acusaciones y 

demora en la toma de sus decisiones; aunado al no cumplimiento de los plazos 

señalados en la etapa intermedia. 

 

 

 

             Abril - Mayo 2020 

 

 



  

 
 

J.1.c. 

 

 

 



  

 
 

J.1.e. 

 

1.- ¿Cuánto tiempo de experiencia tiene usted laborando acorde al 

Código Procesal Penal 2004? y ¿Cuál es la función que desempeña?.  

 

En el Distrito Judicial de Tumbes, tengo 10 años de experiencia laboral y desde el 

01 de Marzo del 2018ª la actualidad, me vengo desempeñando como Juez 

Supernumerario del Juzgado Unipersonal Transitorio de Contralmirante Villar – 

Zorritos.   

 

2.- Conforme a su experiencia ¿la conclusión de la etapa intermedia en los 

procesos penales del Distrito Judicial de Tumbes se lleva a cabo según los plazos 

establecidos en la ley? 

 

No, por cuanto en la actualidad existe excesiva carga procesal, tanto del ente 

persecutor de la acción penal y tanto en el JIP, por cuanto cuenta con varias 

audiencias por día y teniendo la naturaleza de las mismas, llámese los famosos 

casos de corrupción y criminalidad organizada, que a veces no son llevada en una 

sola sesión de audiencia o en su defecto si existen observaciones las mismas son 

devueltas para las subsanaciones observadas en audiencia, lo cual es un trámite 

meramente engorroso y entorpecen el normal desenvolvimiento del proceso.    

 

3.- ¿Cuál cree usted que es la causa principal por la que se dilata la conclusión de 

la etapa intermedia en algunos procesos penales? 

 

En este Distrito Judicial, he visto dos causas: 1) La excesiva carga procesal que 

aqueja al Ministerio Público; y, 2) Falta de Fiscales; ello en razón, de que algunos 

han sido promovidos, otros han sido suspendidos, otros han renunciado y otros 

han permutado con otros Distritos Judiciales  



  

 
 

 

4.- ¿Considera usted que las normas que regulan los plazos de la etapa 

intermedia son suficientes y claras para una conclusión oportuna? Si su respuesta 

es negativa, señale qué es lo que debe modificarse o implementarse. 

 

Desde mi particular punto de vista, considero que los plazos establecidos en la 

etapa intermedia son suficientes; por cuanto, en esta etapa se permite develar la 

existencia o no de un ilícito y para tal efecto debe identificarse al procesado o 

procesados del delito, según sea el caso; y, ya en la etapa de juicio oral, es donde 

precisamente dichas pruebas serán actuadas y contrastadas con los argumentos 

de los sujetos procesales     

 

5.- ¿Tiene usted conocimiento sobre planteamientos doctrinarios y 

jurisprudenciales relacionados a la duración de la etapa intermedia? De ser 

afirmativa su respuesta, por favor señale cuáles son. 

 

No 

 

6.- ¿Cómo calificaría usted la conducta procesal de los demás sujetos procesales 

en cuanto a la substanciación de la etapa intermedia y la realización de la 

audiencia de control? 

 

Con respecto a los Fiscales, en su mayoría de veces, pese a que oportunamente 

formularon acusación fiscal y sabiendo que no cuentan con actividad probatoria 

suficiente, estos insisten que pase a Juzgamiento; lo cual no estoy de acuerdo, 

porque el Fiscal está obligado a actuar con objetividad, indagando los hechos 

constitutivos de delito, los que determinen y acrediten la responsabilidad o 

inocencia del imputado y en caso de no contar con la actividad probatoria 

suficiente, deben solicitar el sobreseimiento del proceso, pues lo único que hacen, 

es decir, el Superior me obligó a acusar, pues cada quien debe tener criterio de 

independencia al momento de resolver un caso en particular. Y, con respecto a 

los abogados particulares en esta Sede Judicial, en su gran mayoría, no todos 

(hay excepciones), pese a tener años ejerciendo la profesión, muchas veces 



  

 
 

desconocen de las instituciones básicas que son esenciales en la defensa, lo cual 

genera indefensión a los imputados; para tal efecto, nos vemos obligados a 

excluirlos de la defensa; y, por ende se les designa un defensor público para que 

asuma su defensa.       

 

 

             Mayo 2020 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



  

 
 

J.2.c. 

 

 

 

 

 



  

 
 

J.2.e. 

 

        

1.- ¿Cuánto tiempo de experiencia tiene usted laborando acorde al 

Código  Procesal Penal 2004? y ¿Cuál es la función que desempeña? Rpta: cinco 

años-Juez de Investigación preparatoria 

 

2.- Conforme a su experiencia ¿la conclusión de la etapa intermedia en los 

procesos penales del Distrito Judicial de Tumbes se lleva a cabo según los plazos 

establecidos en la ley?: Rpta. No. 

 

3.- ¿Cuál cree usted que es la causa principal por la que se dilata la conclusión de 

la etapa intermedia en algunos procesos penales? Rpta. La inasistencia de los 

sujetos procesales (Fiscal, defensa) 

 

4.- ¿Considera usted que las normas que regulan los plazos de la etapa 

intermedia son suficientes y claras para una conclusión oportuna? Si su respuesta 

es negativa, señale qué es lo que debe modificarse o implementarse. Rpta: Si 

 

5.- ¿Tiene usted conocimiento sobre planteamientos doctrinarios y 

jurisprudenciales relacionados a la duración de la etapa intermedia? De ser 

afirmativa su respuesta, por favor señale cuáles son. Rpta: No. Se ha identificado 

el mismo como un cuello de botella, sin embargo, no se ha bordado el mismo en 

la doctrina ni la jurisprudencia. 

 

6.- ¿Cómo calificaría usted la conducta procesal de los demás sujetos procesales 

en cuanto a la substanciación de la etapa intermedia y la realización de la 

audiencia de control? Rpta. Inadecuada. 

   Mayo 2020 



  

 
 

 

AUTORIZACIONES PARA ENTREVISTA 

 

 

 

 



  

 
 

 



  

 
 

 

 

 

 



  

 
 

 

 

 



  

 
 

 

 

 



  

 
 

 



  

 
 

 

 

 



  

 
 

 

 

 

 

 



  

 
 

SEÑOR: 

 

  JULIO CÉSAR CASTAÑEDA DÍAZ. 

 

TRUJILLO. 

 

       Por medio de la presente, lo saludo en espera de que se encuentre bien 

de salud, en medio del problema epidémico que viene sufriendo el mundo. 

Motiva esta carta ponerle de su conocimiento mi aceptación a su pedido telefónico, a 

fin de que Ud.me  realice una entrevista, con motivo de la investigación que viene 

realizando para obtener el grado de Magister en Derecho Penal y Procesal Penal por 

la Universidad César Vallejo, con el tema “Razones que Determinan la Excesiva 

Duración de la Etapa Intermedia en Tumbes el Bienio 2017-2018”, en espera de 

aportar a los éxitos de su investigación, sin embargo le sugiero que dicha entrevista 

la haga a través de correo electrónico. 

Me despido haciendo votos por su bienestar  personal, familiar e institucional, 

indicándole que estampo mi sello y firma en señal de conformidad.  

  Tumbes, Abril del 2020 

 

 

 

 

 

 

 

 



  

 
 

AUTORIZACIÓN PARA EXAMINAR EXPEDIENTES 

 

 

 

 



  

 
 

 

 

 

 

 



  

 
 

TOMAS FOTOGRÁFICAS DE ANÁLISIS DE EXPEDIENTES JUDICIALES 

 

 

 

 



  

 
 

 

 

 

 

 



  

 
 

 

 

 

 

 



  

 
 

 

 

 

 

 



  

 
 

GUÍAS DE REVISIÓN DE EXPEDIENTES REALIZADO EN EL PODER 

JUDICIAL DE TUMBES 

 

 

 



  

 
 

 

 

 

 

 



  

 
 

 

 

 

 

 



  

 
 

 

 

 

 

 



  

 
 

 

 

 

 

 



  

 
 

 

 

 

 

 



  

 
 

 

 

 

 

 



  

 
 

 

 

 

 

 



  

 
 

 

 

 

 

 



  

 
 

 

 

 

 

 


